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Por medio de la cual se adopta y promulga el nuevo Protocolo para la prevención, 
detección, atención y sanción de casos de violencias basadas en género y violencia 

sexual del Politécnico Colombiano Jaime Isaza Cadavid,  se crea el Comité de atención y 
resolución de casos de violencias basadas en género y violencia sexual y se derogan las 

resoluciones 202205000293, 202205000323y 202205000848 del 2022 
 
 
 

EL RECTOR, 
 

En uso de las atribuciones legales y estatutarias, en especial las conferidas por los literales 
a) y e), del artículo 24, del Acuerdo No. 10 de abril 21 de 2006 – Estatuto General, en 
concordancia con el Decreto 1083 de 2015, y  
 

CONSIDERANDO: 
 

1. Que la Constitución Política de Colombia en sus artículos 1 y 13 consagra como 

Principio Fundamental del Estado Social de Derecho la dignidad humana, la igualdad 

material y la necesidad de establecer medidas afirmativas en favor de poblaciones 

históricamente discriminadas. Así mismo, en su artículo 43 la Constitución Política 

de Colombia establece que la mujer y el hombre tienen iguales derechos y 

oportunidades. La mujer no podrá ser sometida a ninguna clase de discriminación. 

 
2. Que la Ley 30 de 1992, Ley General de Educación Superior en el artículo 4, establece 

como principios que fundamentan la educación superior, la formación integral y el 

logro de la autonomía personal, en un marco de libertad de pensamiento y de 

pluralismo ideológico.  

 
3. Que por medio de la Ley 51 de 1981 el Estado Colombiano ratificó la Convención 

sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (CEDAW, 

por sus siglas en inglés), que insta a modificar los patrones socioculturales de 

conducta de hombres y mujeres, con miras a alcanzar la eliminación de prejuicios y 

prácticas consuetudinarias que generan discriminación.  

 
4. Que por medio de la Ley 248 de 1995, el Estado Colombiano ratificó la Convención 

Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer – 

Convención de Belem do Pará, en la cual se determina la debida diligencia en todas 

las actuaciones de violencia contra las mujeres y la necesidad de que los diferentes 

procedimientos incluyan medidas de protección, un juicio oportuno y el acceso 

efectivo a tales procedimientos legales.  
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5. Que la Ley 1257 de 2008 “Por la cual se dictan normas de sensibilización, prevención 

y sanción de formas de violencia y discriminación contra las mujeres, se reforman 

los Códigos Penal, de Procedimiento Penal, la Ley 294 de 1996 y se dictan otras 

disposiciones”, reglamentada parcialmente por el Decreto 4798 de 2011 “Por el cual 

se dictan normas de sensibilización, prevención y sanción de formas de violencia y 

discriminación contra las mujeres, se reforman los Código Penal, de Procedimiento 

Penal, la Ley 294 de 1996 y se dictan otras disposiciones”, y reglamentado también 

parcialmente por el Decreto 4799 de 2011, que tiene por objeto reglamentar las 

Leyes 294 de 1996, 575 de 2000 y 1257 de 2008, en relación con las competencias 

de las Comisarías de Familia, la Fiscalía General de la Nación, los Juzgados Civiles 

y los Jueces de Control de Garantías, de manera que se garantice el efectivo acceso 

de las mujeres a los mecanismos y recursos que establece la ley para su protección, 

como instrumento para erradicar todas las formas de violencia contra ellas. 

 
6. Que la Ley 1482 de 2011 “Por medio de la cual se modifica el Código Penal y se 

establecen otras disposiciones”, trae sanción penal sobre actos de discriminación 

contemplados en los artículos 134 A y 134 B, Actos de racismo o discriminación y 

hostigamiento por motivos de raza, religión, ideología, política, u origen nacional, 

étnico o cultural. 

 
7. Que la Ley 1752 de 2015 “Por medio de la cual se modifica la Ley 1482 de 2011, 

para sancionar penalmente la discriminación contra las personas con discapacidad”, 

incluyó en el Código Penal los artículos 134A y 134B, en aras de regular los actos 

de discriminación que restrinjan el pleno ejercicio de los derechos de las personas 

por razón de su raza, nacionalidad, sexo u orientación sexual, discapacidad y demás 

razones de acepción de personas, así como el hostigamiento por los mismos motivos 

de segregación. 

 
8. Que la Ley 1098 de 2006 “Por la cual se expide el Código de la Infancia y la 

Adolescencia”, determinó que son titulares de los derechos citados en dicha 

normativa, los menores de dieciocho (18) años. 

 
9. Que la Ley 1952 de 2019, "Por medio de la cual se expide el Código General 

Disciplinario, se derogan la Ley 734 de 2002 y algunas disposiciones de la Ley 1474 

de 2011, relacionadas con el derecho disciplinario", señala que son titulares de la 

acción disciplinaria los servidores públicos. 

 
10. Que en desarrollo de las Sentencias T-141 de 2015 y T-239 de 2018, la Corte 

Constitucional ordena al Ministerio de Educación Nacional expedir las directrices 

para las Instituciones Educativas en casos de violencia basadas en género y 

lineamientos para las instituciones de Educación Superior en relación con los casos 

de acoso laboral o de violencia sexual y de género que suceden al interior de estas. 

 
11. Que la Ley 1918 de 2018 “Por medio de la cual se establece el régimen de 

inhabilidades a quienes hayan sido condenados por delitos sexuales cometidos 
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contra menores, se crea el registro de inhabilidades y se dictan otras disposiciones”, 

en su artículo 1, reza, Adiciónese el artículo 219 C a la Ley 599 de 2000, el cual 

quedará así: “Inhabilidades por delitos sexuales cometidos contra menores. Las 

personas que hayan sido condenados por la comisión de delitos contra la libertad, 

integridad y formación sexuales de persona menor de 18 años de acuerdo con el 

Título IV de la presente ley; serán inhabilitadas para el desempeño de cargos, oficios 

o profesiones que involucren una relación directa y habitual con menores de edad 

en los términos que establezca el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, o quien 

haga sus veces”. 

 
12. Que el Ministerio de Educación Nacional de Colombia expidió en el año 2018 las 

directrices para la incorporación del enfoque e identidades de género en los 

Lineamientos de la Política de Educación Superior donde se establece la obligación 

de desarrollar políticas efectivas de prevención, atención y reparación de la violencia 

basada en género en las Instituciones de Educación Superior - IES, a través de la 

implementación de rutas y protocolos de atención, medidas de capacitación y 

sensibilización a la Comunidad Educativa, la adecuación de Normas Institucionales 

y Reglamentos que atiendan el libre desarrollo de la Personalidad y el Derecho a la 

no discriminación, así como el fomento de la Denuncia de Violencias y 

Discriminación, garantizando condiciones para la no revictimización. 

 
13. Que en el Proyecto Educativo Institucional se establece que el Politécnico 

Colombiano Jaime Isaza Cadavid, debe exigir relaciones interpersonales 

respetuosas como expresión de auténtica vida en comunidad, así como, rechazar y 

denunciar todas las formas de corrupción, deshonestidad, injusticia, discriminación 

y exclusión, así como respetar y apoyar reflexiones y acciones que promuevan la 

vida y los Derechos Humanos. 

 
14. Que el Estatuto Docente de la Institución plantea que el docente debe ser un 

orientador de procesos que propicien el respeto, la participación, el reconocimiento 

y la aceptación del otro (Art. 39) y en el Reglamento Estudiantil se plantea que uno 

de los Derechos de los Estudiantes consiste en recibir tratamiento respetuoso por 

parte de las directivas, profesores y compañeros (Art, 67 literal f). 

 
15. Que le corresponde a la Institución la adopción de estrategias que prevengan la 

ocurrencia de todo tipo de violencia, incluidas la violencia sexual, violencia basada 

en género y actos de discriminación; Mediante el desarrollo de ambientes sanos, 

seguros e inclusivos para la Comunidad Académica y en general, le corresponde la 

implementación de Acciones de sensibilización y formación; todo lo anterior, basado 

en los Principios y los Valores Institucionales. 

 
16. Que la Resolución 014466 de 2022 establece los “Lineamientos de Prevención, 

Detección, Atención de Violencias y cualquier tipo de Discriminación Basada en 

Género en lnstituciones de Educación Superior (IES) para el desarrollo de Protocolos 

en el marco de las acciones de Política de Educación Superior inclusiva e 

intercultural”  
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17. Que la Ley 2365 de 2024 “Por medio de la cual se adoptan medidas de prevención, 

protección y atención del acoso sexual en el ámbito laboral y en las Instituciones de 

Educación Superior en Colombia y se dictan en otras disposiciones”, en su artículo 

1 señala: la presente ley tiene por objeto garantizar el derecho fundamental a la 

igualdad, no discriminación y una vida libre de violencias mediante la adopción de 

medidas de prevención, protección y atención a las víctimas de acoso sexual en el 

contexto laboral. También, se establecen prácticas de prevención, detección y 

atención a violencias de género y el acoso sexual en las Instituciones de Educación 

Superior en Colombia: Universidades, Instituciones Universitarias, Escuelas 

Tecnológicas, Instituciones Tecnológicas e Instituciones Técnicas Profesionales, así 

como en el Servicio Nacional de Aprendizaje - SENA y las Instituciones de Educación 

para el Trabajo y el Desarrollo Humano – IETDH, y establece la definición de acoso 

sexual como todo acto de persecución, hostigamiento o asedio, de carácter o 

connotación sexual, lasciva o libidinosa, que se manifieste por relaciones de poder 

de orden vertical u horizontal, mediadas por la edad, el sexo, el género, orientación 

e identidad sexual, la posición laboral, social, o económica, que se dé  una o varias 

veces en contra de otra persona en el contexto laboral y en las Instituciones de 

Educación Superior en Colombia. 

 
18. Que la Institución Universitaria Politécnico Colombiano Jaime Isaza Cadavid 

(PCJIC), desde el año 2022, ha aprobado una serie de normativas internas para dar 

respuesta a los lineamientos de Prevención, Detección, Atención de Violencias y 

cualquier tipo de Discriminación Basada en Género en instituciones de Educación 

Superior (IES) para el desarrollo de Protocolos en el marco de las acciones de 

Política de Educación Superior inclusiva e intercultural, de acuerdo con lo estipulado 

en la Resolución 014466 de 2022 del Ministerio de Educación Nacional (MEN). 

 
19. Que en el marco de los procesos de actualización periódica que se deben adelantar 

en función de los desarrollos normativos y de las dinámicas sociales e institucionales, 

y con el fin de asegurar respuestas integrales y conforme al principio de debida 

diligencia que deben brindar las Instituciones de Educación Superior (IES) y desde 

una perspectiva de garantizar la efectividad de los derechos humanos, se hizo 

revisión integral del Protocolo para la Prevención y Atención de casos de Violencia 

Sexual y Violencias Basadas en Género del Politécnico Jaime Isaza Cadavid 

Protocolo adoptado mediante Resolución Rectoral 202205000293 modificada por los 

Resoluciones rectorales 202205000323 del 08 de junio de 2022 y la 202205000848 

del 30 de noviembre de 2022. 

 
20. Que como resultado de dicha revisión se identificó la necesidad imperiosa de ajustar 

en su totalidad el Protocolo para la prevención y atención de casos de violencia 

sexual y violencias basadas en género, acción que fue realizada durante el primer 

semestre del 2024 y emitido con el fin último de garantizar un entorno inclusivo, 

respetuoso y libre de violencias para las mujeres y para las personas con 

orientaciones sexuales e identidades de género diversas.  
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21. Que en consecuencia se hace necesario derogar las disposiciones anteriores que 

se hayan emitido respecto a la adopción e implementación del Protocolo para la 

prevención y atención de casos de violencia sexual y violencias basadas en género, 

las cuales incluyen la creación y conformación del Comité de violencias basadas en 

género, motivo por el cual es necesario incluir en la presente Resolución la creación 

y conformación de dicho comité que actualmente viene operando, con el fin de no 

afectar su continuidad en razón a las derogatorias en mención. 

 
22. Que este nuevo Protocolo surge en respuesta a la ocurrencia de hechos 

victimizantes en contra de mujeres, en razón de su género, y obedece al marco 

jurídico nacional especializado en género.  

 
23. Que tal marco incluye los llamados que la Corte Constitucional y el Congreso de la 

República han hecho en los últimos años al Ministerio de Educación Nacional y, en 

consecuencia, a las Instituciones de Educación Superior para que prevengan, 

detecten, atiendan y sancionen los casos de Violencias Basadas en Género y 

Violencia sexual que ocurren al interior de las (IES).  

 
24. Que este protocolo constituye una estrategia integral institucional para la garantía y 

protección de los derechos humanos de las mujeres. Se vale de la sensibilización 
referente a VBG y VSX, y de la creación de rutas de acompañamiento y de atención, 
en los casos en los que personas integrantes de la comunidad universitaria sean 
víctimas de acciones que vulneran tales derechos 

 
 

RESUELVE 
 

ARTÍCULO PRIMERO. Adoptar y promulgar el nuevo Protocolo para la prevención y 
atención de casos de violencia sexual y violencias basadas en género, el cual incluye la 
Ruta integral de atención a las violencias basadas en género y violencia sexual, documento 
anexo que hace parte integral de la presente Resolución. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO. OBJETO: Proporcionar a estudiantes, docentes, personal 
administrativo, contratistas y en general a la comunidad educativa del Politécnico Jaime 
Isaza Cadavid, el presente Protocolo para la prevención, detección, atención y sanción de 
casos de violencias basadas en género y violencia sexual, que se ha elaborado con el fin 
último de garantizar un entorno inclusivo, respetuoso y libre de violencias para las mujeres 
y para las personas con orientaciones sexuales e identidades de género diversas. Surge 
en respuesta a la ocurrencia de hechos victimizantes en contra de mujeres, en razón de su 
género, y obedece al marco jurídico nacional especializado en género.  
Constituye una estrategia integral institucional para la garantía y protección de los derechos 
humanos de las mujeres. Se vale de la sensibilización referente a VBG y VSX, y de la 
creación de rutas de acompañamiento y de atención, en los casos en los que personas 
integrantes de la comunidad universitaria sean víctimas de acciones que vulneran tales 
derechos. 
  
ARTÍCULO TERCERO. CREACIÓN DEL COMITÉ. Para hacer operativo el Protocolo 
establecido por la presente Resolución Rectoral, la Institución crea el Comité de atención 
y resolución de casos de violencias basadas en género y violencia sexual del 
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Politécnico Colombiano Jaime Isaza Cadavid, el cual tiene por objeto proporcionar a 
estudiantes, docentes, personal administrativo, contratistas y en general comunidad 
politécnica, una herramienta para la prevención, detección, atención y seguimiento de 
manera interdisciplinaria, confidencial y con especial cuidado de la dignidad humana.  
 
ARTICULO TERCERO. CONFORMACIÓN. El Comité de atención y resolución de casos 
de violencias basadas en género y violencia sexual (Comité de VBG) estará conformado 
por:  

1. Quien tenga a su cargo la dirección de la oficina de Dirección de Bienestar 

Institucional Social e Interacción o su delegado. 

2. Quien tenga a su cargo la dirección de Gestión Humana e Interacción o su delegado. 

3. Quien tenga a su cargo la dirección de Fomento Cultural e Interacción o su delegado. 

4. Quien tenga a su cargo la jefatura de la Oficina Asesora de Comunicaciones, quien 

se encargará de proponer y poner en marcha la estrategia de comunicaciones. 

5. Una (1) representante estudiantil, y su suplente, quien se elegirá por el estudiantado. 

6. Una (1) representante docente y su suplente, quien se elegirá por los y las docentes. 

7. Una (1) representante de los y las empleadas y su suplente, quien se elegirá por los 

y las empleadas. 

8. Una (1) abogada con experiencia comprobada en atención de VBG y VSX, quien 

integrará la dupla psicojurídica, como invitada permanente.  

9. Una (1) psicóloga con experiencia comprobada en atención de VBG y VSX, quien 

integrará la dupla psicojurídica, como invitada permanente. 

 
PARÁGRAFO PRIMERO: Las personas que integren el Comité de VBG deben tener 
sensibilidad, formación y experiencia en prevención y atención de violencias basadas en 
género y violencia sexual (el criterio de experiencia podrá ser omitido en el caso de 
estudiantes). Las integrantes del Comité deberán contar con habilidades comunicativas, 
confidencialidad, discreción y empatía.  
 
PARÁGRAFO SEGUNDO: Las personas que integren el Comité de VBG se elegirán para 
un período de dos (2) años y será la Dirección de Bienestar Institucional e Interacción Social 
la dependencia encargada de solicitar a la Secretaría General el inicio del proceso de 
convocatoria y elección a los estamentos. Todas las personas que integren el Comité 
podrán ser reelegidas por una (1) sola vez. En caso de que alguna integrante de los 
estamentos no pueda continuar vinculada al Comité en el período para el cual fue elegida, 
se realizará una convocatoria extraordinaria con el fin de que sea reemplazada. Se tendrán 
en cuenta los antecedentes disciplinarios y penales de las interesadas.  
 
PARÁGRAFO TERCERO: Es importante advertir que, en aras de garantizar la 
representatividad de género en estas designaciones y elecciones, el Comité garantizará la 
participación de mujeres en su integración y para la toma de decisiones. 
 
PARÁGRAFO CUARTO: Se faculta a El Comité de atención y resolución de casos de 
violencias basadas en género y violencia sexual (Comité de VBG) para realizar las 
actualizaciones, reformas, ajustes y correcciones que con el transcurso del tiempo, el 
cambio normativo sobre la materia y las circunstancias de contexto requiera el Protocolo 
para la prevención y atención de casos de violencia sexual y violencias basadas en género. 
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ARTÍCULO CUARTO: Se exhorta a El Comité de atención y resolución de casos de 
violencias basadas en género y violencia sexual (Comité de VBG), para que en el término 
de un (1) mes a partir de la entrada en vigencia de esta Resolución, produzca y adopte su 
propio reglamento, lo cual deberá formalizarse por medio de acto administrativo. 
 
ARTÍCULO QUINTO: Deróguense las resoluciones 202205000293, 202205000323y 
202205000848 del 2022. 
 
ARTÍCULO SEXTO: Esta Resolución entrará en vigencia a partir de la fecha de su 
publicación. 
 
ARTÍCULO TRANSITORIO: Con el fin de dar continuidad a las Representaciones de los 
estamentos estudiantil y profesoral que fueron elegidos recientemente en vigencia de las 
resoluciones que serán derogadas en esta Resolución para conformar El Comité de 
atención y resolución de casos de violencias basadas en género y violencia sexual (Comité 
de VBG), se estipula que estas continuarán hasta el final del período para el cual fueron 
elegidos. 
 
 
 

COMUNÍQUESE, PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 
 
 
 
 
JAIRO ALEXANDER OSORIO SARÁZ 
Rector 
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INTRODUCCIÓN 

 

El presente documento contiene el protocolo para la prevención, atención y sanción de las 
Violencias Basadas en Género (en adelante, VBG) y la Violencia Sexual (en adelante, VSX) 
al interior de la Institución Universitaria Politécnico Colombiano Jaime Isaza Cadavid.  
Se ha elaborado con el fin último de garantizar un entorno inclusivo, respetuoso y libre de 
violencias para las mujeres y para las personas con orientaciones sexuales e identidades 
de género diversas. Surge en respuesta a la ocurrencia de hechos victimizantes en contra 
de mujeres, en razón de su género, y obedece al marco jurídico nacional especializado en 
género.  
Tal marco incluye los llamados que la Corte Constitucional y el Congreso de la República 
han hecho en los últimos años al Ministerio de Educación Nacional (en adelante, MEN) y, 
en consecuencia, a las Instituciones de Educación Superior (en adelante, IES) para que 
prevengan, detecten, atiendan y sancionen los casos de VBG y VSX que ocurren al interior 
de las IES.  

Este protocolo constituye una estrategia integral institucional para la garantía y protección 
de los derechos humanos de las mujeres. Se vale de la sensibilización referente a VBG y 
VSX, y de la creación de rutas de acompañamiento y de atención, en los casos en los que 
personas integrantes de la comunidad universitaria sean víctimas de acciones que vulneran 
tales derechos.  

I. JUSTIFICACIÓN 

Las VBG y varias expresiones de la VSX derivan de relaciones de poder históricamente 
asimétricas entre hombres, mujeres y personas con orientaciones sexuales e identidades 
de género diversas. Esas relaciones afectan a todas las partes involucradas de formas 
diferentes. A las mujeres, en específico, las confina a un lugar de sumisión que se expresa 
en sus vidas personales y en sus condiciones materiales.  

A causa del reconocimiento de tales circunstancias, la Asamblea General de la 
Organización de las Naciones Unidas (ONU, en adelante) emitió el documento que expone 
la “Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer” 
el 18 de diciembre de 1979. El Estado colombiano la firmó el 17 de julio de 1980 y, 
asumiendo su compromiso, el 2 de junio publicó la Ley 51 de 1981.  
 
Posteriormente, el 20 de diciembre de 1993 a través de la Resolución de la Asamblea 
General 48/104, la ONU también emitió la “Declaración sobre la eliminación de la violencia 
contra la mujer”. Al año siguiente, la Organización de los Estados Americanos (OEA, en 
adelante) lideró la “Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 
Violencia Contra la Mujer”, también conocida como “Convención Belém do Pará”. El Estado 
colombiano, firmante de la convención, la ratificó un 9 de junio a través de la Ley 248 de 
1994.  

Luego, el Congreso de la República promulgó la Ley 294 de 1996, referente a la Violencia 
Intrafamiliar (VIF, en adelante). Y unos años después, la Ley 1257 de 2008, a través de la 
cual dictó las “normas de sensibilización, prevención y sanción de formas de violencia y 
discriminación contra las mujeres” (Ley 1257 de 2008, 2008).  

https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/convention-elimination-all-forms-discrimination-against-women
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=14153#:~:text=ART%C3%8DCULO%2015.-,1.,el%20ejercicio%20de%20esa%20capacidad.
https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/declaration-elimination-violence-against-women
https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/declaration-elimination-violence-against-women
https://www.oas.org/es/mesecvi/docs/BelemDoPara-ESPANOL.pdf
https://www.oas.org/es/mesecvi/docs/BelemDoPara-ESPANOL.pdf
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=90102#:~:text=Establece%20el%20sistema%20de%20nomenclatura,la%20Ley%20105%20de%201993.
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=90102#:~:text=Establece%20el%20sistema%20de%20nomenclatura,la%20Ley%20105%20de%201993.
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=5387
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=34054


 

 

     

 

 

 

Esos y otros esfuerzos legislativos de la misma naturaleza, tanto nacionales como 
internacionales, se fundamentan en los objetivos del Estado Social de Derecho. En 
específico, en garantizar la igualdad en términos, no sólo formales, sino también materiales. 

En el caso de las mujeres en Colombia, los efectos de esa desigualdad material son 
múltiples y los datos que los reflejan se encuentran ampliamente documentados. Uno de 
los ejercicios más recientes de tal documentación es la publicación de los dos tomos de 
Mujeres y hombres: brechas de género en Colombia (2020, 2022), producto del trabajo que 
ha hecho el Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE) en el marco del 
programa “Las Mujeres Cuentan”, liderado por ONU Mujeres.  

El hecho de que los informes antes referidos sean recientes, es evidencia de que el marco 
jurídico especializado del que dispone el Estado colombiano —aunque necesario— no ha 
resultado suficiente para garantizar la igualdad material antes mencionada.  

Uno de los ámbitos en los que se puede observar esa desigualdad, en específico en la 
ocurrencia de hechos victimizantes asociados al género, son las IES.  

En Colombia, a las mujeres se les permitió acceder a la educación superior por primera vez 
en el segundo cuarto del siglo XX, en 1933; eso pese a que las primeras universidades en  
el territorio se fundaron a finales del siglo XVI y comienzos del siglo XVII.  

Ese ingreso tardío introdujo a las mujeres a instituciones cimentadas en estructuras 
patriarcales que, pese a su naturaleza reflexiva, no están exentas de reproducir las 
violencias sistémicas y sistemáticas que se ejercen en su contra.  

Hoy día las mujeres, pese a representar la mayoría de estudiantes en educación superior 
en los niveles técnico, tecnológico y profesional, persisten en un entorno que ha mostrado 
múltiples dificultades para aceptar la existencia de la desigualdad material y hacer ajustes 
en consecuencia. 

Para sustentar lo anterior, basta conocer las cifras presentadas por Dejusticia —en 
específico, aquellas referentes a acoso sexual— en el libro Acoso sexual, universidades y 
futuros posibles. Enunciaciones críticas sobre las conductas, los lugares y las soluciones 
(2022). Entre sus hallazgos, destacan los siguientes dos:  

1. Se reportaron cuatrocientas trece (413) denuncias de acoso en una muestra 

compuesta por doce (12) IES. De ésas, ochenta y tres (83) corresponden a actos de 

acoso sexual, de los cuales sólo ocho (8) han llegado a una etapa sancionatoria 

(Dávila Contreras y Chaparro González, 2022). 

2. Se estima un subregistro de casos de VBG y de VSX en las IES debido a múltiples 

causas, entre las que resaltan la naturalización y esencialización de diferentes 

formas de VBG y VSX, el temor a enfrentar represalias por reportar y/o denunciar, la 

ausencia de protocolos y rutas institucionales de atención, y los trámites 

revictimizantes en los que participan personas funcionarias, empleadas y 

contratistas que reproducen ideas patriarcales y no cuentan con la formación 

requerida para acompañar a las personas víctimas (Dávila Contreras y Chaparro 

González, 2022).       

https://colombia.unwomen.org/sites/default/files/Field%20Office%20Colombia/Documentos/Publicaciones/2020/11/Mujeres%20y%20Hombres%20brechas%20de%20genero.pdf
https://www.dane.gov.co/files/investigaciones/genero/publicaciones/mujeres-y-hombre-brechas-de-genero-colombia-presentacion-2daEdicion.pdf
https://www.dejusticia.org/wp-content/uploads/2022/02/AcosoUniversidades-Con-Web.pdf
https://www.dejusticia.org/wp-content/uploads/2022/02/AcosoUniversidades-Con-Web.pdf


 

 

     

 

 

 

El reconocimiento de esta realidad ha llevado a la Corte Constitucional y al Congreso de la 
República a instar al Ministerio de Educación Nacional (en adelante, MEN) y, a través suyo, 
a las IES a emprender acciones específicas que estén encaminadas a erradicar la violencia 
contra la mujer. 

Por ejemplo, en el artículo 11 de la Ley 1257 de 2008, antes referida, se estableció la 
competencia del MEN para: 

1. Velar por que las instituciones educativas incorporen la formación en el respeto de 

los derechos, libertades, autonomía e igualdad entre hombres y mujeres como parte 

de la cátedra en derechos humanos. 

2. Desarrollar políticas y programas que contribuyan a sensibilizar, capacitar y entrenar 

a la comunidad educativa, especialmente docentes, estudiantes y padres de familia, 

en el tema de la violencia contra las mujeres. 

3. Diseñar e implementar medidas de prevención y protección frente a la 

desescolarización de las mujeres víctimas de cualquier forma de violencia. 

4. Promover la participación de las mujeres en los programas de habilitación 

ocupacional y formación profesional no tradicionales para ellas, especialmente en 

las ciencias básicas y las ciencias aplicadas (Artículo 11, Ley 1257, 2008).  

En respuesta, el 20 de diciembre de 2011, el MEN expidió el Decreto 4798 de 2011, en el 
cual definió las acciones de “prevención”, “protección” y “atención” como:  

[…] [A]cciones desarrolladas por el sector educativo, en el marco de sus 
competencias, para la formación de la comunidad educativa en el respeto de los 
derechos, libertades, autonomía e igualdad entre hombres y mujeres, la 
sensibilización y el reconocimiento de la existencia de discriminación y violencia 
contra las mujeres para su erradicación; así como fomentar el acceso y la 
permanencia educativa con calidad para todos los niños, niñas y jóvenes en edad 
escolar, incluyendo las niñas y adolescentes que han sido víctimas de cualquier 
forma de violencia (considerando, Decreto 4798 del Ministerio de Educación 
Nacional, 2011).  

Por otro lado, en el artículo 1ero. de ese mismo decreto, el MEN reconoció las siguientes 
como obligaciones propias de las entidades territoriales y de las instituciones educativas en 
general: 

1. Vincular a la comunidad educativa en la promoción, formación, prevención y 

protección de los derechos humanos de las mujeres para vivir una vida libre de 

violencias. 

2. Generar ambientes educativos libres de violencias y discriminación, donde se 

reconozcan y valoren las capacidades de las mujeres, desde un enfoque diferencial. 

3. Fomentar la independencia y libertad de las niñas, adolescentes y mujeres para 

tomar sus propias decisiones y para participar activamente en diferentes instancias 

educativas donde se adopten decisiones de su interés.  

4. Garantizar el acceso a información suficiente y oportuna para hacer exigibles los 

derechos de las mujeres. 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=45066#:~:text=Por%20el%20cual%20se%20reglamenta,y%20se%20dictan%20otras%20disposiciones.


 

 

     

 

 

 

5. Garantizar la formación, para el conocimiento y ejercicio de los derechos humanos 

sexuales y reproductivos. 

6. Orientar y acompañar a las niñas, adolescentes y jóvenes que han sido víctimas de 

violencia de género para la atención integral y el restablecimiento de sus derechos.  

7. Reconocer y desarrollar estrategias para la prevención, formación y protección de 

los derechos de las mujeres para vivir una vida libre de violencias, en el marco de la 

autonomía institucional.  

8. Coordinar acciones integrales intersectoriales con el fin de erradicar la violencia 

contra la mujer (Artículo 1ero., Decreto 4798 del Ministerio de Educación Nacional, 

2011).  

Además, de acuerdo con el artículo 6 del mismo decreto referido, el MEN debe promover 
que las instituciones de educación superior, en el marco de su autonomía: 

a. Generen estrategias que contribuyan a sensibilizar y capacitar a la comunidad 

educativa, especialmente docentes y estudiantes en la prevención de las violencias 

contra las mujeres. 

b. Incluyan en los procesos de selección, admisión y matrícula, mecanismos que 

permitan a las mujeres víctimas de violencias acceder a la oferta académica y a los 

incentivos para su permanencia. 

c. Adelanten a través de sus centros de investigación, líneas de investigación sobre 

género y violencias contra las mujeres a través de sus centros de investigación 

(Artículo 6, Decreto 4798 del Ministerio de Educación Nacional, 2011). 

Por su parte, la Corte Constitucional colombiana, mediante la sentencia Sentencia T-141 
de 27 de marzo de 2015, exhortó al MEN y a las instituciones de educación superior a 
diseñar y poner en marcha acciones dirigidas a la sensibilización, prevención y sanción de 
formas de violencia y discriminación contra personas con orientaciones sexuales diversas 
y personas racializadas: 

[…] Se ordenará al Ministerio de Educación Nacional que […] ajuste los 
“Lineamientos Política de Educación Superior Inclusiva e Intercultural" […] para 
considerar de manera específica la situación de las personas que padecen 
discriminación racial y de género, incluyendo en estos las personas pertenecientes 
a minorías sexuales. […] Asimismo, deberá establecer un protocolo para el manejo 
de casos de discriminación por orientación sexual, identidad de género, raza y 
adscripción étnica, entre otras, en el contexto de la educación superior (Sentencia T-
141, 2015). 

En esa misma línea, años después, la magistrada Gloria Stella Ortiz Delgado, solicitó al 
MEN en la Sentencia T-239 de 26 de junio de 2018 y que “(i) señalara los deberes y 
obligaciones de las universidades, instituciones técnicas y tecnológicas en relación con los 
casos de acoso laboral o de violencia sexual y de género que suceden al interior de estas; 
e (ii) indicara las normas y estándares que regulan la atención de casos de posible 
discriminación debido a sexo o género en contra de estudiantes y docentes en los centros 
de educación superior” (Sentencia T-239, 2018). 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2015/t-141-15.htm
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2015/t-141-15.htm
https://www.mineducacion.gov.co/1780/articles-357277_recurso_0.pdf
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-239-18.htm


 

 

     

 

 

 

Producto de esas sentencias y de otros esfuerzos, el MEN ha dispuesto de los 
“Lineamientos Política de Educación Superior Inclusiva e Intercultural" vigentes, a los que 
se adhiere este “Protocolo para la prevención, detección, atención y sanción de casos de 
Violencias Basadas en Género y Violencia Sexual”. Su objetivo es el de asegurar los 
derechos básicos de igualdad, educación y una vida libre de violencias. Nace abierto a 
sugerencias y a potenciales ajustes, conforme la realidad y la normativa se transforman, 
alineado con el principio de avance progresivo y con la apuesta institucional por el 
mejoramiento continuo.  

 

I. OBJETIVOS Y ALCANCE 

Objetivo general:  

Determinar acciones necesarias y suficientes para la garantía de los derechos humanos de 
las mujeres y de las personas con orientaciones sexuales e identidades de género diversas 
al interior de la institución universitaria; a través de la prevención, detección, atención y 
sanción de las VBG y VSX.  
Objetivos específicos: 

1. Establecer un marco integral que garantice la prevención estratégica,  detección 

oportuna, atención adecuada y sanción pertinente de VBG y VSX al interior de la IES. 

2. Promover entornos seguros, equitativos y libres de violencias para todas las mujeres y 

demás personas con orientaciones sexuales e identidades de género diversas 

(categoría que incluye a las personas con orientaciones sexuales e identidades de 

género diversas). 

3. Diseñar una ruta de atención institucional que garantice la actuación adecuada, sin 

daño, y que apunte al restablecimiento de derechos de las personas víctimas de VBG 

y VSX.   

4. Detallar procesos y procedimientos de articulación institucional e interinstitucional en 

favor de la prevención, detección, atención y sanción de las VBG y de la VSX.  

Alcance  
 
Este protocolo se concibe como una ruta de navegación ante la emergencia de casos de 
VBG y VSX, y una herramienta de conocimiento psicoeducativo que permita prevenir, 
atender y proteger a todas las personas, en especial a las víctimas de estas formas de 
violencia. Su fin último es la creación de espacios educativos y de trabajo seguros, libres 
de violencias, acoso y discriminación.   
 
Además, apunta a acompañar a todas las personas que integran la comunidad politécnica. 
Es decir, a estudiantes de pregrado, estudiantes de posgrado, estudiantes de cursos de 
extensión y personas egresadas; así como a docentes y personal administrativo, 
independientemente de su condición contractual. 
 
La activación total o parcial del protocolo, dependiendo del caso, se dará en respuesta a la 
ocurrencia de hechos de VBG y VSX de los que la institución tenga conocimiento.  



 

 

     

 

 

 

 
 

III.ENFOQUES 
 

A continuación, se presentan los enfoques que soportan este protocolo y que permiten 
observar, comprender y atender las VBG y la VSX al interior de la IES con la competencia, 
celeridad, y sensibilidad que requieren.  
Estos enfoques son diferentes entre sí, pero no se excluyen mutuamente. Lo que quiere 
decir que pueden aplicarse simultáneamente, según lo requieran las circunstancias. 
Reconocen las VBG y la VSX como fenómenos complejos en los que intervienen múltiples 
actores y de los que se desprenden varias consecuencias.   
Enfoque de derechos humanos: reconoce la primacía de los derechos humanos, vela por 
su garantía, y reitera su carácter universal, inalienable, inherente, irrenunciable e 
imprescriptible. En otras palabras, promueve la defensa de los derechos humanos de todas 
las personas de forma irrestricta —independientemente de su sexo, género, orientación 
sexual, edad, raza, pertenencia étnica, discapacidad, ideología política, estatus migratorio, 
estatus judicial y/o procedencia geográfica—.  
 
Además, entiende la dignidad humana como un aspecto inherente a la vida de todas las 
personas y se implementa en el marco del Estado Social de Derecho.  
 
Enfoque diferencial: se funda en el reconocimiento de la diferencia entre personas y 
grupos poblacionales. Diferencia que, desde esta perspectiva, no deriva de características 
esenciales de las personas ni de las poblaciones, sino de las interacciones entre diferentes 
grupos humanos y de las relaciones de poder que las median.   
 
Es decir, entiende que tal diferencia es producida por prácticas sociales, culturales, políticas 
y económicas, y se expresa en términos materiales en las vidas de las personas. En razón 
de esto último defiende el principio de la equidad.  
 
Su finalidad es la de reconocer necesidades específicas, locales, singulares y subjetivas, y 
atenderlas en su misma especificidad. 
 
La aplicación de este enfoque ha permitido la creación de mecanismos de atención y de 
acompañamiento especializado a personas diferenciadas en función de su género, etnia, 
clase social, orientación sexual, edad, discapacidad, estatus migratorio, ubicación territorial, 
condición de víctimas del conflicto armado, y estado de reinserción y reincorporación a la 
vida civil, entre otras.  
 
Enfoque de género: se funda en el reconocimiento de la desigualdad e inequidad en la 
que se configuran las relaciones entre hombres, mujeres y personas con orientaciones 
sexuales e identidades de género diversas.  
 
Asimismo, cuestiona la instauración patriarcal de roles y estereotipos de género que 
refuerzan creencias, mitos, prejuicios e imaginarios sobre los géneros y fortalecen prácticas 
de poder abusivas.  
 
Su objetivo principal es el de intervenir las relaciones asimétricas de poder que naturalizan 
la violencia por razones de sexo-género, y promover la construcción de una sociedad 
paritatria.   



 

 

     

 

 

 

 
Enfoque de acción sin daño: este enfoque promueve la intervención ética en situaciones 
de conflicto. Eso se expresa en intervenciones que no agudicen las tensiones que 
pretenden mitigar, o que no creen nuevas tensiones. Para ello es crucial poner en el centro 
del acompañamiento las necesidades de las personas y/o comunidades a intervenir.  
 
Lo anterior, ya que este enfoque reconoce que las acciones de intervención pueden 
contribuir a transformar positivamente la vida de las personas y disminuir brechas 
económicas, sociales, étnicas, raciales, culturales y de género, pero también pueden 
generar daño, fragmentar el tejido social, exacerbar conflictos, entre otras.  
 
Enfoque interseccional: como el enfoque diferencial, comprende la diferenciación entre 
personas y grupos humanos como un proceso complejo. Sin embargo, también considera 
que tal diferenciación deviene en la producción de identidades múltiples en función del 
género, la etnia, la clase social, la orientación sexual, la edad, la discapacidad, el estatus 
migratorio, la ubicación territorial, la condición de víctima del conflicto armado, el estado de 
reinserción y reincorporación a la vida civil, entre otras (como se refirió anteriormente).  
 
Esas identidades se intersecan y, al hacerlo, producen condiciones de mayor o menor 
opresión, dependiendo del caso.  
 
En lo que a las mujeres respecta, este enfoque permite identificar las experiencias de VBG 
y VSX con matices. Por ejemplo, comprende que la experiencia de las VBG y de la VSX no 
es la misma para mujeres mestizas que para mujeres racializadas, ni se expresa igual 
cuando se dirige a mujeres cis que cuando se dirige a mujeres trans.  
 
En síntesis, desde este enfoque las identidades no son únicas ni exclusivas, y no 
determinan experiencias de vida monolíticas y/o generalizables. Su reconocimiento permite 
proporcionar una asistencia ajustada a las necesidades de las personas que la requieren.  
 
Enfoque global: comprende los fenómenos sociales como productos de múltiples variables 
y no como eventos aislados que no guardan relación alguna entre sí. Se usa para atender 
las VBG y la VSX porque apunta a un trabajo colaborativo e integral entre diferentes 
sectores y se propone la creación y el fortalecimiento de ciudades seguras para las mujeres. 
 
Se cimenta en la prevención de las violencias desde la concepción del espacio público, más 
que en la reacción posterior a la ocurrencia de hechos violentos. En otras palabras, su 
objetivo es el de prevenir más que el de sancionar. 
 

IV. PRINCIPIOS 
 

Este protocolo establece una serie de principios fundamentales que guían la atención y 
respuesta institucional que se debe proporcionar a personas que han sido víctimas de VBG 
y VSX en la IES. Estos principios son un conjunto de valores éticos fundamentales para 
garantizar una atención integral y respetuosa hacia las víctimas, así como para promover 
la autonomía y la prevención de futuras situaciones de violencia. 

Debida diligencia: es un principio que se encuentra consagrado en el artículo 7 de la 
“Convención Belém Do Pará”, que hace referencia a la obligación de protección reforzada 
en cabeza del Estado y sus agentes al momento de conocer casos de VBG, especialmente 



 

 

     

 

 

 

contra las mujeres. Esto quiere decir que las faltas en la protección, investigación, sanción 
y reparación de las violencias en contra las mujeres pueden convertir al Estado en 
responsable de esta por el desconocimiento de su obligación de no discriminación. El 
desconocimiento de actuar con la debida diligencia se convierte en un nuevo acto de 
violencia en contra de la mujer denunciante cuando la acción u omisión estatal cause 
muerte, daño o sufrimiento físico, psicológico, económico o patrimonial por su condición de 
género. 

Para evitar que el Estado se convierta en un segundo agresor de las mujeres que han sido 
víctimas de violencia se deberán tener las siguientes pautas, consignadas en la Sentencia 
T- 735 de 2017: 

● Las medidas de protección y el trámite de incumplimiento deben darse dentro de un 

término razonable para asegurar la materialización de derechos fundamentales al 

debido proceso y al acceso a la administración de justicia. 

● Las mujeres víctimas de violencia tienen derecho a acceder a la información sobre 

el estado de la investigación de los hechos de violencia en su contra.  

● Los derechos de las mujeres víctimas de violencia reconocidos en la Ley 1257 de 

2008 deben ser garantizados en todos los procedimientos administrativos y 

judiciales.  

● Las medidas de protección deben ser idóneas para eliminar la violencia o la amenaza 

denunciada, atendiendo a la modalidad del daño y recurriendo a medidas 

diferenciales cuando se requiera. 

Debido proceso: es el conjunto de garantías previstas en el ordenamiento jurídico, a través 
de las cuales se busca la protección de las personas incursas en una actuación judicial o 
administrativa, para que durante su trámite se respeten sus derechos y se logre la 
aplicación correcta de la justicia. (Sentencia C -341/14, 2014). 

En los procesos de atención a víctimas de VBG y VSX, implica garantizar el derecho a la 
información, a la orientación y asesoría jurídica, a la valoración del riesgo, al otorgamiento 
de medidas de protección idóneas y expeditas, a que se respete su derecho a la no 
confrontación con el agresor, a que se valore el contexto en el que ocurren las violencias, 
a ser tratadas con reserva de identidad, a que se valoren los indicios sobre las pruebas 
directas, a que las decisiones no se basen en estereotipos de género, entre otros. 

Buena fe: para garantizar una atención integral a las víctimas de VBG y VSX se debe partir 
del principio de la buena fe, esto quiere decir que las declaraciones, testimonios y versiones 
que se adelanten en los procedimientos de atención deben gozar de credibilidad, lo que 
implica que el análisis que se realice de estos no debe fundamentarse en estereotipos de 
género. 

Atención integral: la atención integral hace referencia al conjunto de actuaciones, 
procedimientos y buenas prácticas en la atención que se deben garantizar a las víctimas 
de VBG y VSX, para evitar la revictimización. Por lo que se debe garantizar la accesibilidad, 
la disponibilidad, la oportunidad, la buena calidad, el trato digno y humanizado, la seguridad 
en el servicio, incluida la profesionalización e idoneidad de las personas que atienden 
directamente a las víctimas. Esta serie de atributos de la calidad del servicio de atención a 
víctimas de violencias VBG  y VSX, hacen parte de los estándares de protección de los 



 

 

     

 

 

 

derechos humanos de las mujeres como la recomendación general No. 19, 30, 33 y 35 del 
Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer. 

La atención integral incluye servicios apropiados de protección, procedimientos eficaces de 
denuncia y reparación, adopción de procedimientos de investigación que tengan en cuenta 
las cuestiones de género para abordar las violencias, la asignación de recursos suficientes 
para que las víctimas tengan acceso a servicios de salud, atención en salud mental, apoyo 
psicosocial, servicios jurídicos y sociales. 

Así mismo la atención integral implica que se eliminen las prácticas de violencia institucional 
o de tolerancia a las VBG, y que las medidas que se apliquen estén centradas en las 
víctimas, respetando su autonomía. 

Confidencialidad y privacidad: la confidencialidad y la privacidad en la prestación del 
servicio de atención a víctimas de VBG y VSX, tiene que ver con garantizar mecanismos 
institucionales con condiciones de seguridad que respeten el derecho a la intimidad y a la 
dignidad, con el fin de evitar castigos o represalias, la repetición de la violencia y la 
exposición al riesgo (Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer, 1995). La orientación y 
asesoría deben ser proporcionadas en un ambiente de estricta privacidad y deben 
garantizar la confidencialidad, mediante la protección de la información que se revele dentro 
de las mismas (Resolución 3280 del Ministerio de Salud y Protección Social, 2018). 

Progresividad y no regresividad: el principio de progresividad implica la sostenibilidad de 
los procesos que se adopten para garantizar los derechos de las víctimas de VBG y VXS, 
por lo que se reconocen unos contenidos mínimos o esenciales en la satisfacción de estos 
derechos que deben ser asegurados e incrementados paulatinamente. Una vez alcanzado 
un nivel de protección, debe sostenerse y no ser regresivo en virtud del principio de 
progresividad porque se estaría incurriendo en la desprotección de los derechos de 
personas que gozan de una protección constitucional reforzada. 

Este principio exige a los diversos actores involucrados en la implementación del protocolo 
asegurar su continuidad gestionando los recursos técnicos, financieros, administrativos, 
institucionales y el talento humano necesarios para su permanencia y proyección en el 
tiempo (Modelo Local para prevenir y atender las violencias contra las mujeres basadas en 
el género, garantizando el acceso a la justicia). 

Accesibilidad: es el derecho que tienen las víctimas de VBG y VSX a utilizar los servicios 
de atención sin ningún tipo de barreras físicas, locativas, comunicativas, de seguridad, 
implica que el servicio de atención esté disponible, en horarios adecuados, que se preste 
en infraestructuras adecuadas, y que las víctimas tengan acceso a TICs entre otras. 

La accesibilidad tiene que ver también con brindar información y asesoría de manera clara 
y en un momento y lugar adecuado que garantice la privacidad. 

Coordinación: está consagrado en la Ley 1257 de 2008 e implica que todas las entidades 
que deban atender a las mujeres víctimas de violencia deberán ejercer acciones 
coordinadas y articuladas con el fin de brindarles una atención integral.  

Para el caso de las IES, todas las unidades académicas y administrativas que tengan 
obligaciones en materia de prevención, protección, atención y sanción de las VBG y VSX 
deberán realizar acciones articuladas y coordinadas para garantizar los derechos de las 

https://colectivajusticiamujer.org/wp-content/uploads/2020/12/Resumen-Modelo-Local-Mas-Justicia-Menos-Barreras.pdf
https://colectivajusticiamujer.org/wp-content/uploads/2020/12/Resumen-Modelo-Local-Mas-Justicia-Menos-Barreras.pdf


 

 

     

 

 

 

víctimas en los procedimientos que se adelanten, evitando la revictimización y la violencia 
institucional. 

V. DEFINICIONES 

Violencias Basadas en Género (VBG):  

Se refieren a cualquier acto que cause daño físico, sexual, psicológico, económico e 
institucional a una persona debido a su género y/o identidad de género.  

Son perpetradas generalmente contra mujeres y personas de orientación sexual e identidad 
de género diversas, se fundamentan en relaciones patriarcales de dominación entre los 
géneros y pueden manifestarse de diversas formas. Su origen radica en las normas 
sociales, culturales y en prácticas de poder que perpetúan la desigualdad en función del 
género.  

Respecto a esas manifestaciones, la Ley 1257 de 2008 define la violencia contra las 
mujeres como:  

[C]ualquier acción u omisión, que le cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual, 
psicológico, económico o patrimonial por su condición de mujer, así como las 
amenazas de tales actos, la coacción o la privación arbitraria de la libertad, bien sea 
que se presente en el ámbito público o en el privado (Congreso de la República, Ley 
1257 de 2008). 

En específico, sobre las VBG en el ámbito universitario, la Corte Constitucional ha 
expresado que:   

[C]obra[n] especial gravedad [ya que] [n]o resiste examen afirmar que, en las aulas 
de las universidades se enseñe sobre derechos humanos y democracia, pero los 
docentes y las docentes no enseñen con sus acciones. [E]s de estos espacios de los 
que deben emerger, en parte las personas encargadas de implementar las mejores 
aspiraciones humanas. Si ello es así, contextos de violencia sexista en espacios 
universitarios, debe[n] implicar una reacción mucho más vehemente contra este tipo 
de vulneraciones a los derechos humanos (Sentencia T-066 de 2022)  

Violencia Sexual (VSX): 

Se refiere a cualquier acto o comportamiento en el que una persona utiliza la fuerza, la 
coerción, la manipulación, el chantaje o cualquier otra táctica abusiva para obligar a una 
persona a participar en actividades sexuales sin su consentimiento. Esto puede incluir, pero 
no se limita a, la violación, el acoso sexual, el abuso sexual, la explotación sexual y el tráfico 
sexual.  

De conformidad a la Ley 2365 de 2024 se entenderá por acoso sexual todo acto de 
persecución, hostigamiento o asedio, de carácter o connotación sexual, lasciva o libidinosa, 
que se manifieste por relaciones de poder de orden vertical u horizontal, mediadas por la 
edad, el sexo, el género, orientación e identidad sexual, la posición laboral, social, o 
económica, que se dé una o varias veces en contra de otra persona en el contexto laboral 
y en las Instituciones de Educación Superior en Colombia. 

https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2022/T-061-22.htm


 

 

     

 

 

 

La VSX puede ocurrir en una amplia variedad de contextos, incluidos el hogar, el lugar de 
trabajo, las instituciones educativas, las comunidades y en situaciones de conflicto o crisis 
humanitaria. Es importante destacar que la VSX es una violación grave de los derechos 
humanos y puede tener consecuencias físicas, psicológicas y sociales devastadoras para 
las víctimas.  

En la legislación colombiana, muchas de las conductas que se entienden como VSX son 
consideradas delitos. Esos delitos resultan mucho más gravosos cuando la persona 
responsable de la VSX “tuviere cualquier carácter, posición o cargo que le dé particular 
autoridad sobre la víctima o la impulse a depositar en  [ella] su confianza[,] [...] [c]uando se 
realizare contra menor de catorce (14) años [,] [...] o “[c]uando la víctima fuere una persona 
de la tercera edad o, disminuid[a] físic[a], sensorial, o psíquic[a]" (Ley 1236 de 2008), entre 
otras circunstancias.  

Género: 
Es un concepto que permite identificar y analizar las desigualdades sociales existentes 
entre mujeres y hombres en contextos específicos, y que se ven materializadas en los 
mecanismos que organizan las sociedades y los roles de las personas dentro de la misma. 
Así, como lo menciona Benítez, el género permite estudiar “quiénes son las mujeres, cómo 
actúan, qué lugares ocupan y en qué se diferencian” (Benítez López et al., 2020, p. 13).  

Según Astelarra (2004) y Scott (1986), el género es una categoría que permite visibilizar 
las relaciones sociales que generan diferencias y jerarquizaciones entre hombres y 
mujeres. Es decir, permite analizar las prácticas sociales que producen y replican relaciones 
abusivas de poder (dominación) entre los sexos.  

En los “Lineamientos de Política Pública Equidad de Género” de la Alta Consejería 
Presidencial para la Equidad de la Mujer, el género entendido como “una categoría de 
análisis social que permite comprender, en parte, las relaciones entre hombres y mujeres, 
en especial, cómo operan estas en múltiples campos incluidos el simbólico a través de 
representaciones, en los conceptos normativos, en las instituciones, en las organizaciones 
sociales y en las identidades subjetivas” (Lineamientos de Política pública Equidad de 
Género, 2012, p. 47). 

Diversidad sexual y de género:  
Se refiere a la amplia variedad de orientaciones sexuales, e identidades y expresiones de 
género que existen. Enuncia experiencias de vida que no se limitan a una dicotomía binaria 
de hombre/mujer o heterosexualidad/homosexualidad, sino que abarcan una amplia gama 
de formas de vivir la sexualidad y la identidad de género. 
Al reconocer la diversidad sexual y de género, se valora la multiplicidad de experiencias y 
formas de ser, desear y amar que existen; y se insta al respeto, la igualdad, y la inclusión 
de todas las identidades y expresiones sexuales y de género. 

VI. DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS 
Acorde con el ordenamiento jurídico vigente en materia de derechos humanos, las víctimas 
de VBG y de VSX tienen derecho a lo siguiente en las IES: 
  

i) A la educación no sexista. 
ii) A una vida libre de violencia, lo que implica entornos y campus seguros para las 
mujeres y las personas con orientaciones sexuales e identidades de género diversas. 
iii) A la integridad física, sexual y psicológica. 
iv) A la intimidad. 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=31612
https://www.minsalud.gov.co/proteccionsocial/promocion-social/Paginas/Politica-de-Equidad-de-Genero-para-las-Mujeres.aspx


 

 

     

 

 

 

v) A la igualdad real y efectiva. 
vi) A la no discriminación. 
vii) A la libertad y autonomía. 
viii) Al libre desarrollo de la personalidad. 
ix) A la salud, incluida la salud sexual y reproductiva. 
x) A la seguridad personal. 

Asimismo, en el marco de los procesos de atención al interior de las IES, a las personas 
víctimas de VBG y VSX se les deberá garantizar: 

a) Atención integral a través de servicios con cobertura suficiente, accesible y de 

calidad.  

b) Orientación, asesoría y acompañamiento psicojurídico especializado. 

c) Información clara, completa, veraz y oportuna en relación con sus derechos y con 

los mecanismos y procedimientos dispuestos en la ley. 

d) Concesión de su consentimiento informado para la activación de los 

procedimientos dispuestos en el protocolo. 

e) Trato con reserva de identidad. 

f) Atención psicosocial con enfoque de género. 

g) Otorgamiento de medidas de protección, incluidas medidas académicas idóneas y 

expeditas. 

h) La verdad, la justicia, la reparación y las garantías de no repetición frente a los 

hechos constitutivos de violencia. 

i) A decidir voluntariamente si puede ser confrontada con el agresor en cualquiera de 

los espacios de atención y en los procedimientos administrativos, judiciales o de 

otro tipo que se adelanten. 

j) A la valoración del riesgo en el que se encuentran. 

k) A que se valore el contexto y la sistematicidad en la que ocurren las violencias sin 

perjuicios para las víctimas. 

l) A que las decisiones que se tomen en el marco de los procesos no se basen en 

estereotipos de género. 

m) A ser atendidas por personas formadas en derechos humanos y enfoque 

diferencial. 

n) A ser atendidas en lugares accesibles, que garanticen la privacidad y seguridad. 



 

 

     

 

 

 

VII. COMPONENTE DE PREVENCIÓN Y DETECCIÓN 
Comprende un conjunto de acciones planificadas y coordinadas, dirigidas a evitar y a 
reducir la incidencia de todo tipo de violencias que se perpetran contra las mujeres, 
personas de orientación sexual y/o identidad de género diversa.  

Sus fines son los de generar reflexiones acerca de la naturalización de las violencias, el 
entramado social, institucional y cultural que las sostiene; propender por resignificaciones 
y transformaciones culturales, tanto al interior como exterior de la IES; “poner en marcha 
acciones que incidan en cambios estructurales y organizativos necesarios para avanzar en 
una educación no sexista[;] y [fomentar] una cultura de Cero Tolerancia a las violencias de 
género” (Lineamientos de Prevención, Detección, Atención de violencias y cualquier tipo de 
discriminación basada en género en Instituciones de Educación Superior (IES), para el 
desarrollo de Protocolos en el marco de las acciones de Política de Educación Superior 
Inclusiva e Intercultural - Ministerio de Educación Nacional, 2023, p. 64).  

Para lograrlo, se debe contar con un plan de acción estratégico anual que transversalice 
las actividades y apuestas de la institución en la eliminación de las violencias, todo con un 
enfoque de prevención y garantías de no repetición.  

Dicha prevención, según los lineamientos del MEN, se da en tres fases:  

Prevención primaria:  

[E]vitar que ocurran las violencias, generando intervenciones dirigidas, 
estableciendo campañas y estrategias comunicativas permanentes para elevar la 
sensibilización pública del tema y promover la cero tolerancia hacia la violencia de 
género, la incorporación progresiva del enfoque de género en los procesos de 
enseñanza-aprendizaje, mejorar la seguridad de las  mujeres en el campus, espacios 
digitales y el acceso equitativo de mujeres y hombres en todos los ámbitos, así como 
involucrar activamente a actores estratégicos de todos los estamentos (Lineamientos 
de Prevención, Detección, Atención de violencias y cualquier tipo de discriminación 
basada en género en Instituciones de Educación Superior (IES), para el desarrollo 
de Protocolos en el marco de las acciones de Política de Educación Superior 
Inclusiva e Intercultural - Ministerio de Educación Nacional, 2023, p. 42). 

Para este propósito se tendrá que garantizar la forma de llegar a toda la comunidad 
universitaria, procurando la corresponsabilidad frente a la erradicación de la problemática. 
En esta instancia, es importante velar por una estrategia frente a la desescolarización de 
las personas víctimas de VBG y de VSX, velando por la reducción de brechas de género; 
“así como promover la participación de las mujeres en programas de habilitación 
ocupacional y formación profesional no tradicionales para ellas, especialmente en las 
Ciencias Básicas y las Ciencias Aplicadas” (Lineamientos de Prevención, Detección, 
Atención de violencias y cualquier tipo de discriminación basada en género en Instituciones 
de Educación Superior (IES), para el desarrollo de Protocolos en el marco de las acciones 
de Política de Educación Superior Inclusiva e Intercultural - Ministerio de Educación 
Nacional, 2023, p. 42). 

Por tanto, la prevención de las VBG y VSX insta a la articulación, diálogo y plan de acción 
conjunto entre las diferentes dependencias e instancias al interior de la institución.  

Algunas acciones a emprender: 

- Planeación y ejecución de socializaciones, sensibilizaciones y capacitaciones de 

forma continua, dirigidas a docentes, personas empleadas administrativas, 



 

 

     

 

 

 

estudiantes y demás integrantes de la comunidad académica. Tal ejecución habría 

de generar capacidad instalada para su replicación.  

- Creación de estrategias comunicacionales transversales, anuales o semestrales, 

que acerquen a la comunidad académica y procuren la transformación social y 

cultural de los estereotipos que sostienen la legitimidad y naturalización de las 

violencias.  

- Creación de caja de herramientas con metodologías pedagógicas que sirvan de 

insumo para la comunidad universitaria en general. Pueden ser virtuales, para su 

libre consulta, y posterior implementación y ejecución. 

- Puesta en marcha del Diplomado en Prevención de Violencia Basadas en Género y 

Derechos de las Mujeres, así como la continuación de cursos en temas afines a esos 

que promuevan los cambios de paradigmas educativos y la transición hacia una 

educación no sexista; pero que, además, sirva para la divulgación continua de 

sensibilización y formación. Por ejemplo, la implementación progresiva de una 

cátedra de género. 

- Intervenciones artísticas y culturales respecto a las experiencias concretas de las 

VBG en la institución universitaria, en procura de las transformaciones subjetivas e 

institucionales sobre el tema. 

- Creación e implementación de estrategias que permitan detectar la percepción de 

las mujeres y las personas sexualmente diversas de los espacios y recintos 

académicos, a fin de evaluar y determinar los lugares que representan factores de 

riesgo o vulneración, en aras de mejorar la seguridad de las mujeres en el campus y 

en los espacios digitales. Estas acciones deben articularse con escenarios 

académicos como grupos de investigación, asignaturas, trabajos de investigación, 

entre otros.  

- Creación e implementación de acciones afirmativas para mujeres y/o víctimas de 

VBG para facilitarles el acceso y la permanencia en los procesos educativos; 

acciones que eviten la deserción y promuevan la graduación oportuna.   

- Propender por espacios de sensibilización y de reflexión en torno a las 

masculinidades hegemónicas.  

- Continuidad de La Mesa Violeta como escenario de articulación institucional e 

interinstitucional para la transversalización del enfoque de género al interior de la 

institución.  

 

Prevención secundaria: esta instancia velará por la detección de factores de riesgo e 
identificación de casos donde, ocurrida la violencia, se proporcione la atención primaria a 
quienes sean víctimas.  

Para este propósito se deberá contar con personal cualificado en temas de VBG que 
incorpore el enfoque de género e interseccional en sus actuaciones, además de una mirada 
crítica para generar cuestionamientos permanentes a las dinámicas sociales e 
institucionales que refuerzan y sostienen estructuras de dominación y subordinación.  

Desde la Institución Universitaria Politécnico Colombiano Jaime Isaza Cadavid, se cuenta 
con el Comité de Atención de Violencias Basadas en Género y Violencia Sexual como una 



 

 

     

 

 

 

instancia que tendrá que enmarcar su actuación como un escenario estratégico para el 
seguimiento de casos, remoción de barreras institucionales y apoyo a la dupla psicojurídica.  

Acciones que se sugieren implementar para dar cuenta de esto: 

- En esta fase se promueve la sensibilización de las VBG, en el marco de la Ley 1257 

del 2008, así como la socialización y difusión de la ruta de atención de la institución 

desde los procesos de inducción, tanto a personal docente y administrativo como a 

estudiantes.  

- Realizar jornadas descentralizadas, pedagógicas e investigativasm en relación a la 

detección de factores protectores y de riesgo; además de actividades de promoción 

y divulgación de las rutas de atención.  

- Socialización y visibilización permanente del protocolo y de la ruta de atención de las 

víctimas de VBG y VSX.  

 

Prevención terciaria: en los lineamientos antes mencionados del MEN también se hace 
referencia a la atención integral y el acompañamiento a las personas afectadas por las 
violencias y discriminaciones basadas en género, y se insta a las IES a implementar 
medidas de protección para poner fin a los hechos de violencia y brindar la garantía de no 
repetición. Algunas de las medidas consideradas por el MEN son las siguientes: 

[C]ambios en los horarios de las clases, cambios de cursos para asistir a las 
asignaturas, suspensiones temporales de los agresores entre tanto se investiga y 
sanciona por la agresión presuntamente cometida, abrir la posibilidad de recibir 
clases a través de medios virtuales, realizar labores en la modalidad de teletrabajo y 
otras alternativas que no impliquen relacionamiento físico con el presunto agresor 
(Lineamientos de Prevención, Detección, Atención de violencias y cualquier tipo de 
discriminación basada en género en Instituciones de Educación Superior (IES), para 
el desarrollo de Protocolos en el marco de las acciones de Política de Educación 
Superior Inclusiva e Intercultural - Ministerio de Educación Nacional, 2023, pág, 43).  

Es importante señalar que estas medidas buscan la protección integral de la víctima y la 
garantía de sus derechos, por tanto, es preciso velar porque las medidas de protección que 
se tomen estén direccionadas hacía el restablecimiento de los derechos, la reparación y la 
no revictimización.  

 

VIII. COMPONENTE DE ATENCIÓN: 

Comprende el conjunto de acciones articuladas que, en respuesta a los marcos normativos, 
abordan a las personas afectadas y garantizan la protección, estabilización y en lo posible 
restitución de derechos a través de la coordinación intra e interinstitucional.  

La institución cuenta con un Comité preventivo de VBG y VSX, conformado por las 
direcciones de Fomento Cultural, Bienestar Institucional e Interacción Social, y Gestión 
Humana, y representantes de docentes y estudiantes. Además, cuenta con la dupla 
psicojurídica de atención a VBG y VSX en calidad de invitadas permanentes.  

Atendiendo al literal g del artículo 9, referente a la revisión de “las normas vigentes en 
materia de violencia sexual y violencias basadas en género, a efecto de proponer 
eventuales ajustes o modificaciones tanto a las políticas institucionales como al presente 



 

 

     

 

 

 

protocolo, con miras al cumplimiento de éstas” (Resolución Rectoral 293 de 2022), el 
presente protocolo ajusta el nombre del Comité. Sustituye Comité de Atención y Resolución 
de casos de violencia sexual y violencias basadas en género por Comité de Atención de 
Violencias Basadas en Género y Violencia Sexual. Esto último atendiendo a que la finalidad 
del organismo en mención es de carácter preventivo y no deliberativo. Su función es la de 
acompañar a las víctimas de tales hechos y apoyar la coordinación entre unidades 
académicas y administrativas internas y mecanismos institucionales externos para garantía 
de derechos. 

 

RUTA INTEGRAL DE ATENCIÓN A LAS VIOLENCIAS BASADAS EN GÉNERO Y 
VIOLENCIA SEXUAL 

La siguiente ruta de atención es una herramienta que permite al Politécnico Colombiano 
Jaime Isaza Cadavid orientar el acompañamiento a las víctimas de hechos de VBG y de 
VSX, integrando las diferentes unidades académicas que conforman la IES y articulando 
su trabajo con el de los mecanismos de atención institucional externa en los ámbitos local, 
departamental y nacional.  

Su objetivo es el de estandarizar el proceso de acompañamiento, con el ánimo de garantizar 
que todas las personas para quienes se active el protocolo reciban desde el inicio una 
atención ajustada a los enfoques de derechos humanos y acción sin daño, y al principio de 
debida diligencia.  

1. Primer momento: detección de las VBG y VSX 

La persona perteneciente a la comunidad educativa que sufra de algún tipo de VBG y/o 
VSX o la persona que se entere de algún hecho, deberá informar del caso a alguna de las 
áreas que conforman el comité: i) Dirección de Bienestar Institucional, ii) Dirección de 
Gestión Humana, iii) Dirección de Fomento Cultural, iv) representante estudiantil, y/o v) 
representante docente.  

Si el caso de violencia es informado a una dependencia o área diferente a la encargada de 
activar la ruta, el personal que reciba el reporte deberá remitir el caso de forma inmediata 
al Comité de Atención de Violencias Basadas en Género y Violencia Sexual, enviando un 
mensaje a través de la dirección de correo electrónico 
atencionaviolenciasbasadasengenero@elpoli.edu.co.  

Además, se recibirán reportes de casos de VBG y VSX presencialmente en:  

● Sede Medellín, bloque P40, quinto piso, oficina 504, oficina de Dirección de Bienestar 

Institucional e Interacción Social.     

● Sede Apartadó, bloque 23, primer piso, oficina 102, oficina de Bienestar Institucional 

e Interacción Social.  

● Sede Rionegro, bloque R23, primer piso, oficina 104, oficina de Bienestar 

Institucional e Interacción Social.  

Para activar la ruta interna o externa se deberá contar con la manifestación afirmativa y el 
consentimiento de la persona victimizada, salvo cuando la ley exija investigación oficiosa, 
en cuyo caso se emitirá un informe que se allegará a la Fiscalía General de la Nación.  

mailto:atencionaviolenciasbasadasengenero@elpoli.edu.co


 

 

     

 

 

 

La detección de las VBG puede darse en contextos que precisen atención médica de 
urgencia y/o que constituyan una situación crítica de peligro evidente para la vida y/o la 
seguridad de la víctima y de otras personas integrantes de la comunidad universitaria.  

Si se identifica tal situación de urgencia, se debe activar el área protegida con la entidad 
que la IES haya contratado para el periodo académico. De no haber contrato vigente con 
una entidad particular, se debe contactar al 123 para activar los servicios de las agencias 
de Salud, Mujer y PONAL.  

 

Si la emergencia se presenta fuera del departamento de Antioquia, en el territorio nacional, 
se debe contactar a la Línea 155 para recibir asesoría.  

Si la persona víctima es niño, niña o adolescente (NNA) se debe contactar a su 
representante legal. Si la persona víctima es mayor de edad, se le debe invitar a contactar 
a cualquier persona que integre su red de apoyo con la que pueda sentirse cómoda.   

Durante ese proceso de activación, la víctima debe permanecer en un lugar seguro y debe 
estar acompañada por personal de la IES. Se le debe garantizar, en todo momento, el 
derecho a la no confrontación con la persona agresora.  

Si la persona afectada se encuentra en crisis, se le deben proporcionar primeros auxilios 
psicológicos.  

 

Se le debe observar con atención, procurando identificar signos de alerta que deban ser 
tenidos en cuenta. Además, se le debe escuchar sin emitir juicios de valor, sin cuestionar 
la veracidad de su relato y validando emocionalmente lo que expresa. Finalmente, se le 
debe vincular con el equipo de área protegida, los de las diferentes agencias que se activen 
en el 123, según sea el caso, la red de apoyo inmediata y los equipos de trabajo de las 
direcciones de Bienestar Institucional e Interacción Social, de Fomento Cultural y de 
Gestión Humana, según la disponibilidad.     



 

 

     

 

 

 

 

Si los hechos victimizantes no ocasionaron afectaciones que requieran de atención urgente 
en salud ni derivaron en un estado de crisis psicológica, se deben poner en conocimiento 
del Comité de Atención de Violencias Basadas en Género y Violencia Sexual a través de la 
dirección de correo electrónico atencionaviolenciasbasadasengenero@elpoli.edu.co.  

2. Segundo momento: atención inicial 

La atención de casos de VBG y VSX estará a cargo de la dupla psicojurídica que apoya al 
Comité de Atención de Violencias Basadas en Género y Violencia Sexual. Dicha dupla está 
conformada por una abogada y una psicóloga con formación y experiencia comprobadas 
en el acompañamiento a víctimas de VBG y VSX.   

Para brindar la atención integral que requiere la persona afectada por VBG y VSX, el 
Politécnico Colombiano Jaime Isaza Cadavid, garantizará:  

● Condiciones adecuadas: espacios físicos que garanticen la privacidad, seguridad y 

accesibilidad de la persona afectada.  

● Atención psicosocial inicial: será realizada por profesionales en psicología con 

experiencia en atención a víctimas de VBG y VSX, quienes por su formación 

contarán con las habilidades para acompañar adecuadamente a las personas 

afectadas por estos hechos victimizantes. El énfasis de su intervención debe ser el 

de apoyar la activación de las rutas, como exigen los lineamientos en la materia 

emitidos por el Ministerio de Educación Nacional.  

● Documentación del caso: realizada por la dupla psicojurídica. En esta se recogerá 

información sobre: i) la caracterización de la persona afectada por la violencia (datos 

sociodemográficos), ii) las condiciones de modo, tiempo y lugar en las que se 

presentaron o se están presentando los hechos, iii) información sobre las personas 

presuntamente implicadas, y/o de las personas que atestiguaron los hechos, iv) 

análisis del riesgo, v) medidas académicas y de protección, vi) información sobre 

derechos, vii) medidas de atención, viii) datos de contacto. Asimismo, con la persona 

afectada se establecerá un plan de acompañamiento psicojurídico ajustado a sus 

necesidades.  

● Consentimiento informado: la persona afectada leerá y, de estar de acuerdo, firmará 

un consentimiento informado sobre el uso de datos personales y la activación de las 

rutas interna y externa. De no contarse con la firma de la persona afectada no 

continuará la actuación de la dupla, salvo en los casos en los que la ley exija 

investigación oficiosa. 

mailto:atencionaviolenciasbasadasengenero@elpoli.edu.co


 

 

     

 

 

 

● Entrega de medios documentales: la persona afectada podrá hacer entrega de 

medios documentales sobre lo ocurrido a través del correo 

atencionaviolenciasbasadasengenero@elpoli.edu.co, lo cual no es obligatorio ni 

necesario para la activación de la ruta.  

 

3. Tercer momento: atención prioritaria en salud física y mental 

Atención prioritaria en salud física: si existen afectaciones a la salud física de la víctima, 
derivadas de los hechos victimizantes, que no han requerido de atención médica de 
urgencia se incluirá en el plan de acompañamiento la remisión al Centro de Atención en 
Salud de la institución para la respectiva valoración médica.   

Atención psicosocial: en sesiones individuales con las víctimas se proporcionará 
acompañamiento psicosocial con perspectiva de género. Además, se ofrecerá asistencia 
para la identificación y activación de redes, el reconocimiento de rutas afectivas y sociales 
de protección, y la asesoría en prácticas de autocuidado y de autoprotección para disminuir 
el riesgo. 

La atención psicosocial también promoverá la participación de las personas afectadas en 
los procesos administrativos, disciplinarios y judiciales a los que haya lugar. Además, 
facilitará el acceso a los servicios institucionales complementarios que la víctima requiera, 
y al restablecimiento de los vínculos de confianza y seguridad con el entorno educativo.  

Esta orientación no sustituye procesos psicológicos de naturaleza clínica. Puede 
extenderse a seis (6) sesiones, máximo, si se trata de una asesoría especializada y a ocho 
(8) si se trata de un espacio de escucha. Lo anterior, según la reglamentación del servicio 
psicosocial de la Dirección de Bienestar Institucional e Interacción Social.  

4. Cuarto momento: orientación, asesoría y acompañamiento jurídico 

En esta etapa se buscará brindar la asesoría jurídica pertinente para atender los hechos y 
los tipos de violencia, garantizando la privacidad, la confidencialidad, el trato respetuoso, 
digno y diligente a la persona afectada. 

La orientación, asesoría y acompañamiento jurídico tendrá por finalidad que la persona: 
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● Reciba información clara, completa, veraz y oportuna en relación con sus derechos 

y con los mecanismos y procedimientos contemplados en la ley. 

● Reciba información clara, completa, veraz, pertinente y oportuna en relación con la 

salud sexual y reproductiva. 

● Valore el riesgo en que se encuentra y reciba la orientación necesaria para adoptar 

medidas de autocuidado y de autoprotección. 

Igualmente, se definirá con la persona afectada: 

a) La orientación jurídica para la interposición de una denuncia penal, querella de policía, 
queja disciplinaria y/o el mecanismo judicial que en derecho corresponda conforme a los 
hechos de VBG y/o VSX reportados. 

b) La orientación para la solicitud de una medida de protección ante las autoridades 
competentes, conforme a lo dispuesto en el artículo 16 de la Ley 1257 de 2008, a las demás 
normas correspondientes, y a las rutas de protección establecidas a nivel municipal o 
departamental. 

c) La gestión de medidas preventivas y de carácter temporal en el ámbito de los 
procedimientos académicos y administrativos de la institución para: (i) implementar ajustes 
razonables que apoyen el cumplimiento de las responsabilidades académicas y/o laborales 
de la persona victimizada; (ii) tomar medidas especiales de protección en conjunto con la 
unidad de seguridad y vigilancia al interior de la institución; (iii) traslado de informe a la 
instancia académica involucrada para las medidas académicas y/o de protección, según el 
caso; (iv) seguimiento a la activación de la ruta interna, (v) otras medidas que requiera el 
caso. 

5. Quinto momento: remisión 

Remisión a mecanismos institucionales de atención a VBG y VSX 

Para mujeres y personas con orientaciones sexuales e identidades de género diversas 
residentes en el municipio de Medellín: 

● Línea 123 Agencia Mujer Medellín 

● Atención Psicojurídica en Territorio (APJ) 

● Gerencia de diversidades sexuales e identidades de género 

● Mecanismo de Defensa Técnica de la Secretaría de las Mujeres de Medellín 

● Defensoría del Pueblo 

Para mujeres residentes en otros municipios de Antioquia:  

● Línea 123 Mujer Antioquia 

● Enlaces de género en los diferentes entes territoriales 

● Defensoría del Pueblo 



 

 

     

 

 

 

 

En caso de que la remisión no sea efectiva o se presenten barreras institucionales para el 
acceso a la justicia, se deberá proporcionar orientación para la interposición de la denuncia 
penal a través de los canales virtual y/o telefónico de la Fiscalía General de la Nación (sitio 
web www.fiscalia.gov.co y línea gratuita desde teléfono celular 122). En los casos críticos 
se evaluará la posibilidad de realizar acompañamiento presencial para activación de rutas, 
siempre y cuando se garanticen las condiciones de seguridad del personal en territorio.   

Activación de ruta externa: remisión a las autoridades competentes 

Se realizará con el apoyo de los mecanismos antes mencionados ante los sectores de 
Protección y Justicia.  

En atención al deber de denuncia y al principio de debida diligencia, se enviará informe a 
la FGN en los casos que constituyan un delito que deba ser investigado de oficio y que no 
hayan sido puestos en conocimiento de la autoridad competente por parte de la víctima.  

En los casos que involucren a niños, niñas y adolescentes, se activará la ruta legal 
dispuesta en la Ley 1098 de 2006 y las normas que la modifiquen, reglamenten, sustituyan 
o deroguen; para lo cual la institución deberá estar en la capacidad de remitir al Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF), según su competencia territorial. 

Ruta interna: incluye el traslado a las unidades académicas, administrativas y/o 
disciplinarias competentes.   

Solicitud de medidas para personas afectadas 

Si la persona afectada es estudiante se solicitarán medidas académicas y de protección 
ante la Decanatura en la que estudia.  

Si la persona afectada es docente se solicitarán medidas de protección ante la 
Decanatura en la que trabaja.  

Si la persona afectada es personal administrativo se solicitarán medidas de protección 
ante la Dirección de Gestión Humana.  

Envío de reportes y traslados de quejas sobre las personas reportadas como agresoras 

http://www.fiscalia.gov.co/


 

 

     

 

 

 

Si la persona reportada como agresora es estudiante, se dará traslado de la queja 
disciplinaria suscrita por la víctima al Consejo de Facultad en la que se encuentra vinculada 
la persona reportada. 

Si la persona reportada como agresora es docente, se dará traslado de la queja 
disciplinaria suscrita por la víctima a la Oficina de Control Interno Disciplinario, y se enviará 
un informe de las actuaciones realizadas por la dupla a la Decanatura.  

Si la persona reportada como agresora es personal administrativo se dará traslado de 
la queja disciplinaria suscrita por la víctima a la Oficina de Control Interno Disciplinario, y se 
enviará un informe de las actuaciones realizadas por la dupla a la Oficina de Gestión 
Humana.  

6.      Sexto momento: procedimiento alternativo pedagógico 

Constituye un medio formativo y no punitivo para prevenir la repetición de violencias y/o la 
emergencia de nuevas violencias, así como para promover la convivencia respetuosa y libre 
de violencias entre los miembros de la comunidad politécnica. 

Cuando el hecho o conducta no constituya un delito o se trate de un delito querellable se 
podrá promover un proceso de mediación. En este espacio participará la persona reportada 
en la queja y la dupla psicojurídica, u otras personas que integren el equipo psicosocial de 
Bienestar Institucional e Interacción Social, o que hagan parte de las decanaturas 
competentes, si el caso así lo amerita. 

 

Este proceso servirá para crear un acuerdo pedagógico que será firmado por todas las 
partes y recogerá los compromisos de no repetición de acciones que han turbado la 
convivencia. La presencia de la víctima en el procedimiento será voluntaria. 

La dupla psicojurídica podrá sugerir distintos compromisos que satisfagan los fines de cese 
a la violencia, reparación y no repetición. 



 

 

     

 

 

 

En cada caso se evaluará la necesidad de la activación de medidas de atención 
complementarias u otras medidas pedagógicas. 

Se actuará de acuerdo con los siguientes lineamientos: 

1. Este procedimiento sólo será procedente cuando la persona victimizada 
expresamente manifieste su voluntad de aplicarlo. 

2.  No serán susceptibles de este procedimiento los casos que involucren a NNA, 
violencias sistemáticas, acceso carnal violento y delitos graves contra la libertad e 
integridad sexual; o cuando contra la persona presuntamente agresora se hubieren 
presentado en el pasado quejas relacionadas con VBG o VSX. 

3. Tampoco se adelantará este procedimiento cuando la persona reportada en la queja 
ha solicitado atención de la dupla en calidad de víctima.  

4. En caso de que no se suscriba un compromiso que satisfaga los fines del 
procedimiento y se cuente con la aprobación de la persona victimizada, el asunto será 
trasladado por la dupla psicojurídica a la instancia disciplinaria competente; adjuntando 
todos los soportes y documentos a disposición que puedan aportar al esclarecimiento 
de los hechos. De la misma forma se procederá cuando el compromiso pactado en el 
procedimiento se incumpla, o cuando se presente un nuevo hecho de violencia estando 
en curso el procedimiento. 

 7. Séptimo momento: seguimiento y cierre del proceso 

La dupla psicojurídica deberá dejar una constancia escrita de todas sus actuaciones; hará 
seguimiento a las medidas tomadas; y velará, durante todo el proceso y durante el tiempo 
adicional que sea pertinente, por los derechos que se vieron afectados a través de los 
hechos que dieron lugar a la intervención institucional. El seguimiento de las actuaciones 
tendrá como fin monitorear la efectividad de las acciones adelantadas, minimizar el impacto 
de los hechos ocurridos individual y colectivamente, y contribuir a la prevención de otros 
actos de violencia. Para ello, se deberá mantener comunicación directa y permanente con 
la persona atendida. 

Cierre 

En la etapa de Detección y Atención Inicial el caso se cerrará si se identifica que la conducta 
por la cual se activa el Protocolo no corresponde a hechos de VBG o VSX, por lo que se 
elaborará un acta de cierre la cual se remitirá a la unidad académica o administrativa 
correspondiente.  

Así mismo si no se cuenta con el consentimiento informado de la persona victimizada para 
la activación de la ruta interna o externa se procederá con el cierre.  

En los casos que deban investigarse de oficio y no se cuente con el consentimiento 
informado el caso se cerrará una vez se dé traslado del informe a la autoridad competente.  

En los casos en los que se deba realizar remisión a las autoridades externas el proceso se 
cerrará cuando exista una decisión judicial, administrativa o disciplinaria, siempre que la 
víctima manifieste su consentimiento para realizar el  seguimiento.  



 

 

     

 

 

 

En los procedimientos alternativos pedagógicos el caso se cerrará si hay cumplimiento de 
los acuerdos durante el periodo pactado para el seguimiento o cuando exista decisión 
administrativa o disciplinaria por parte de la unidad competente.   

Cuando los hechos reportados no se deban investigar de oficio se cerrará el caso si se 
pierde contacto con la persona afectada después de tres (3) intentos no exitosos por 
entablar comunicación con ella a través de llamadas telefónicas, mensajes de correo 
electrónico y mensajes de texto. Si después del cierre, la persona afectada contacta a la 
dupla para buscar asesoría por los mismos hechos, el caso se abrirá de nuevo.  

IX. COMPONENTE DE SANCIÓN: 

El componente de sanción disciplinaria de las VBG y la VSX en la Institución Universitaria 
Politécnico Colombiano Jaime Isaza Cadavid está en cabeza de las Unidades Académicas 
y Administrativas competentes para la investigación y sanción de las faltas disciplinarias, 
como los Consejos de Facultad y la Oficina de Control Interno Disciplinario, así como de la 
Procuraduría General de la Nación en el marco de su poder preferente. 

En todo caso, la institución garantizará de manera progresiva el ajuste de sus políticas 
macro, las cuales deben armonizarse y modificarse de acuerdo con los estándares de 
protección de los derechos humanos de las víctimas de VBG y VSX. Esto se traduce en la 
incorporación de las faltas disciplinarias graves, y de sus respectivas sanciones por hechos 
de violencia y/o discriminación de género, en el estatuto docente, el reglamento estudiantil, 
el reglamento interno de trabajo y los otros reglamentos que correspondan. Se requiere 
estricta tipicidad en la falta disciplinaria en tales incorporaciones. 

En los procedimientos que se adelanten para la investigación de una falta disciplinaria, 
deberá incorporarse el enfoque de género en pro de la garantía de los derechos de las 
víctimas. 

 

Proceso disciplinario 

El proceso disciplinario sanciona la comisión de faltas y la transgresión a deberes 
contenidos en los reglamentos de la institución, en el marco de la autonomía universitaria. 

Para las IES públicas, como la Institución Universitaria Politécnico Colombiano Jaime Isaza 
Cadavid, se aplica el Código General Disciplinario, también conocido como Ley 1952 de 
2019. 

A continuación, se citan algunas generalidades de este código que resultan pertinentes 
para este protocolo y, en específico, para el componente de sanción: 

Faltas en el marco del proceso disciplinario según la Ley 1952 de 2019 

“Artículo 65. Faltas que coinciden con descripciones típicas penales 

Cuando se cometan en razón, con ocasión o como consecuencia de la función o cargo, o 
abusando de él: 

● Acceso carnal violento 



 

 

     

 

 

 

● Actos sexuales abusivos 

● Acoso sexual0 

● Injuria por vía de hecho 

● Feminicidio” (Ley 1952, 2019). 

Artículo 53. Faltas relacionadas con la Libertad y Otros Derechos Fundamentales 

“Realizar actos de hostigamiento acoso o persecución contra otra persona en razón de su 
[...] sexo[,] [...] orientación sexual[,] [...] identidad de género” (Ley 1952, 2019). 

Artículo 52. Faltas DDHH y  DIH 

“Incurrir en graves infracciones a los DDHH o al DIH conforme a los instrumentos 
internacionales suscritos y ratificados por Colombia” (Ley 1952, 2019). 

Acoso laboral, Ley 1010 de 2006 

“Artículo 2. Se entenderá por acoso laboral toda conducta persistente y demostrable [...] 
encaminada a infundir miedo, intimidación, terror o angustia, a causar perjuicio laboral, 
generar desmotivación en el trabajo, o inducir la renuncia del mismo” (Ley 1010, 2006). 

Asimismo, dentro de los procesos sancionatorios que se adelanten, se deberá tener en 
cuenta lo dispuesto en la jurisprudencia de la Corte Constitucional relativa a la incorporación 
del enfoque de género en los procedimientos que se adelanten, de acuerdo a la sentencia 
T-878 de 2014: 

(i) desplegar toda actividad investigativa en aras de garantizar los derechos en 
disputa y la dignidad de las mujeres; 

(ii) analizar los hechos, las pruebas y las normas con base en interpretaciones 
sistemáticas de la realidad, de manera que en ese ejercicio hermenéutico se 
reconozca que las mujeres han sido un grupo tradicionalmente discriminado y como 
tal, se justifica un trato diferencial; 

(iii) no tomar decisiones con base en estereotipos de género; 

(iv) evitar la revictimización de la mujer a la hora de cumplir con sus funciones; 
reconocer las diferencias entre hombres y mujeres; 

(v) flexibilizar la carga probatoria en casos de violencia o discriminación, privilegiando 
los indicios sobre las pruebas directas, cuando estas últimas resulten insuficientes; 

(vi) considerar el rol transformador o perpetuador de las decisiones judiciales; 

(vii) efectuar un análisis rígido sobre las actuaciones de quien presuntamente comete 
la violencia; 

(viii) evaluar las posibilidades y recursos reales de acceso a trámites judiciales; 

(ix) analizar las relaciones de poder que afectan la dignidad y autonomía de las 
mujeres (Sentencia T-878, 2014).X. SEGUIMIENTO Y EVALUACIÓN  



 

 

     

 

 

 

La instancia de seguimiento y evaluación es crucial para garantizar la eficacia y adecuación 
del protocolo a las necesidades de la comunidad educativa, por esto se proponen las 
siguientes acciones:  

1. La Mesa Violeta: como escenario estratégico de articulación institucional para el 

monitoreo, seguimiento y veeduría de las acciones emprendidas en el marco del 

protocolo, así como la proposición de modificaciones necesarias al protocolo en caso 

de requerirse.  

2. Encuestas y evaluaciones periódicas: realización de encuestas y evaluaciones 

regulares dirigidas a la comunidad educativa, para recopilar información sobre la 

percepción de la efectividad del protocolo, indagar por su conocimiento sobre los 

recursos disponibles y conocer su experiencia en la denuncia y en el manejo de 

casos de violencia de género. 

3. Indicadores de desempeño: definición de indicadores de desempeño específicos 

que permitan medir el impacto del protocolo en la prevención y respuesta a la 

violencia de género en la institución. Estos indicadores podrían incluir el número de 

casos reportados, la rapidez y eficacia de la respuesta institucional, la tasa de 

reincidencia, entre otros. 

4. Informe anual de actividades: elaboración de un informe anual que documente las 

actividades realizadas en el marco del protocolo, los resultados obtenidos, los 

desafíos enfrentados y las recomendaciones para mejorar su implementación en el 

futuro. Este informe serviría como herramienta de transparencia y rendición de 

cuentas ante la comunidad educativa y otras partes interesadas. 

5. Revisión y actualización periódica: programación de revisiones y actualizaciones 

periódicas del protocolo en función de los datos recopilados, las lecciones 

aprendidas y los cambios en el contexto social y legal relacionados con la VBG y 

VSX. Es importante que el protocolo se mantenga relevante y que sea efectivo a lo 

largo del tiempo. 

Establecer una instancia de seguimiento y evaluación sólida garantiza que el protocolo de 
VBG y VSX de la institución sea una herramienta dinámica y adaptativa que aborda de 
manera efectiva aquello que se propone en la comunidad Politécnica.  

XI. DUPLA DE ATENCIÓN Y ACOMPAÑAMIENTO PSICOJURÍDICO 
 

NATURALEZA Y ALCANCE: La dupla psicojurídica estará conformada por dos 
profesionales: psicóloga y abogada, idóneas y con experiencia en el tratamiento de casos 
de violencias basadas en género. Estarán encargadas de implementar los componentes de 
prevención, detección y atención a casos de violencias basadas en género y violencia 
sexual. 
FUNCIONES DE LA ABOGADA DE LA DUPLA: Son funciones de la abogada de la 
dupla, en cumplimiento del objeto del Protocolo, las siguientes: 

a) Brindar asesoría jurídica relacionada con las situaciones de violencias basadas en 

género en la institución garantizando la confidencialidad, privacidad y reserva de 

identidad de las personas afectadas de conformidad con la Ley 1123/2007 art. 28 

numeral 9. 

b) Documentar las barreras asociadas a la atención psicojurídica de las violencias 

basadas en género en la institución. 



 

 

     

 

 

 

c) Apoyar las actividades de sensibilización, promoción y reconocimiento de la 

inclusión, equidad de género, diversidad y/o violencias basadas en género en la 

institución. 

d) Apoyar en la formulación e implementación de un plan de acción para la puesta en 

marcha del protocolo de prevención, detección, atención y sanción de las violencias 

basadas en género en la institución. 

e) Apoyar en la implementación de las acciones de prevención, detección y atención 

de las violencias basadas en género en la Institución. 

f) Apoyar el seguimiento a los casos de violencias basadas en género. 

g) Apoyar psicojurídicamente los procesos de quejas y denuncias de violencias 

basadas en género, activando el protocolo interno y las rutas externas que den lugar. 

h) Participar cuando se requiera de los espacios de trabajo institucionales relacionados 

con equidad de género, inclusión y/o violencias basadas en género.  

i) Realizar informe cualitativo y cuantitativo de las actividades desarrolladas en el 

semestre por la dupla.  

j) Apoyar en la proyección de las PQRS que lleguen a la institución relacionadas con 

los temas de inclusión y equidad de género.  

 
FUNCIONES DE LA PSICÓLOGA DE LA DUPLA: Son funciones de la psicóloga de la 
dupla, en cumplimiento del objeto del Protocolo, las siguientes: 

a) Brindar atención psicológica a través de espacios de escucha que permita a las 

personas afectadas reelaborar los hechos de violencias vivencias y resignificar la 

situación actual, apoyando con la contención y estabilización emocional, 

garantizando la confidencialidad, privacidad y reserva de identidad de las personas 

afectadas de conformidad con la Ley 1090/2006 art. 2 numeral 5. 

b) Documentar las barreras asociadas a la atención psicojurídica de las violencias 

basadas en género en la institución. 

c) Apoyar las actividades de sensibilización, promoción y reconocimiento de la 

inclusión, equidad de género, diversidad y/o violencias basadas en género en la 

institución. 

d) Apoyar en la formulación e implementación de un plan de acción para la puesta en 

marcha del protocolo de prevención, detección, atención y sanción de las violencias 

basadas en género en la institución. 

e) Apoyar en la implementación de las acciones de prevención, detección y atención 

de las violencias basadas en género en la Institución. 

f) Apoyar el seguimiento a los casos de violencias basadas en género. 

g) Apoyar psicojurídicamente los procesos de quejas y denuncias de violencias 

basadas en género, activando el protocolo interno y las rutas externas que den lugar. 

h) Participar cuando se requiera de los espacios de trabajo institucionales relacionados 

con equidad de género, inclusión y/o violencias basadas en género. 

i) Realizar informe cualitativo y cuantitativo de las actividades desarrolladas en el 

semestre por la dupla.  



 

 

     

 

 

 

ANEXOS 1 
 

MARCO NORMATIVO 
 

El marco normativo del presente protocolo, además del bloque de constitucionalidad, es el 
siguiente:  

Marco normativo internacional:  

La igualdad entre mujeres y hombres y la eliminación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer forman parte de los Derechos Humanos Fundamentales y de los valores de 
las Naciones Unidas. 
Además, distintos instrumentos normativos del ámbito internacional de derechos humanos 
han producido avances en materia de prevención, detección, atención y sanción de las 
violencias y las discriminaciones basadas en género, así como en el reconocimiento de 
derechos históricamente postergados como los de las mujeres. En este sentido se 
destacan: 

La Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969) plantea que las mujeres tienen 
derechos civiles, políticos, sociales, económicos y culturales, y los Estados se obligan a 
proteger y a garantizar el pleno ejercicio de esos derechos sin discriminación alguna. 

La Convención sobre la Eliminación de toda forma de Discriminación contra la Mujer de 
1979 (CEDAW por sus siglas en inglés) establece que la violencia de género es una forma 
de discriminación que afecta la capacidad de las mujeres para disfrutar de sus derechos y 
libertades. La Recomendación General 35 que actualiza la 19, contempla mandatos 
específicos para implementar:  
- Medidas que garanticen la seguridad dentro y en los alrededores de los espacios 
educativos. Colombia la ratificó mediante la Ley 51 de 1981 y entró en vigor el 19 de febrero 
de 1982. 

- La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la 
Mujer conocida también como la Convención Belém do Pará de 1994, define los tipos de 
violencia contra las mujeres y contempla específicamente el acoso como una forma de 
violencia que se da en el trabajo y en las instituciones educativas. Ratificada por Colombia 
a través de la Ley 248 de 1995. 

Adicionalmente, se han aprobado otros instrumentos internacionales que hacen parte de 
las herramientas normativas de seguimiento, declaración o acuerdo y compromiso de 
acción global: La Declaración sobre la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer 
(1967) hace un llamado urgente a la aplicación de principios y derechos a la igualdad, 
seguridad, libertad, integridad y dignidad, afirmando que la violencia contra las mujeres 
constituye una violación de los derechos humanos y las libertades fundamentales e insta al 
Estado a adoptar medidas que garanticen a las mujeres de todas las edades el acceso a la 
educación en todos los niveles:  

- La Plataforma de Acción de Beijing (1995) incluye la violencia contra las mujeres 

como una de las 12 áreas de preocupación y pide a los Estados garantizar la 

igualdad de acceso a la educación a través de un sistema educativo sensible al 

género que elimine todas las formas de discriminación en la educación. 



 

 

     

 

 

 

- Los Principios de Yogyakarta (2007), que adoptan elementos sobre la aplicación de 

la legislación internacional de derechos humanos en relación con la orientación 

sexual y la identidad de género, instan a los Estados a implementar programas de 

educación y sensibilización para evitar discriminaciones por la orientación sexual o 

la identidad de género y establecen el derecho a la educación como uno de los 

principios. 

- La Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer (CSW57), en su 57ª sesión 

(2013), enfatiza la importancia de la educación para enfrentar la violencia contra las 

mujeres y la relevancia que tiene en la transformación de imaginarios que naturalizan 

y reproducen los estereotipos de género; recomienda implementar medidas que 

mejoren la seguridad dentro, en los alrededores y caminos de los centros educativos 

que incluyen mejoramiento de la infraestructura, el transporte y la adopción de 

políticas de prevención y sanción de la violencia y específicamente del acoso e 

intimidación sexual. 

- El Objetivo número 4 sobre educación de calidad de los Objetivos de Desarrollo 

Sostenible consideró como meta a 2030, “eliminar las disparidades de género en la 

Educación y asegurar el acceso igualitario a todos los niveles de la enseñanza y la 

formación profesional”, así como “asegurar que todos los alumnos adquieran 

conocimientos teóricos y prácticos necesarios para promover el desarrollo 

sostenible, entre otras cosas mediante la educación para el desarrollo sostenible y 

los estilos de vida sostenibles, los derechos humanos, la igualdad de género, la 

promoción de una cultura de paz y no violencia, la ciudadanía mundial y la valoración 

de la diversidad cultural y la contribución de la cultura al desarrollo sostenible”. 

- Dentro de los mismos Objetivos de Desarrollo Sostenible (2015), el Objetivo No. 5, 

orientado al logro de la igualdad de género, tiene entre sus metas eliminar todas las 

formas de violencia contra todas las mujeres y las niñas en los ámbitos público y 

privado, que se suma al 11, cuyo propósito es construir ciudades y comunidades 

sostenibles. Todas sus metas tienen como elemento central, el logro de la seguridad: 

en las urbes, los caminos, el transporte público y en general en los asentamientos 

humanos. 

- La Asamblea General de las Naciones Unidas ha pedido reiteradamente a los 

Estados que garanticen la protección del derecho a la vida de todas las personas 

que estén bajo su jurisdicción y que investiguen rápida y concienzudamente todas 

las muertes, incluidas las que sean motivadas por la orientación sexual y la identidad 

de género de la víctima (véase, por ejemplo, la Resolución 67/168 de la Asamblea 

General). En junio de 2011, el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones 

Unidas se convirtió en el primer órgano intergubernamental de la Organización en 

aprobar una resolución de amplio alcance sobre los derechos humanos, la 

orientación sexual y la identidad de género. En la Resolución 17/19 el Consejo 

expresa su “grave preocupación” por la violencia y discriminación contra las 

personas por motivos de su orientación sexual y su identidad de género y 

encomendó la realización de un estudio sobre el ámbito y alcance de esas 

violaciones y las medidas que necesitan adoptarse para acometerlas. 



 

 

     

 

 

 

- La Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura 

(Unesco) publicó en 2019, las Orientaciones Internacionales para Abordar la 

Violencia de Género en el ámbito Escolar, en la que se recomendó adoptar medidas, 

procedimientos, mecanismos claros, seguros y accesibles para intervenir adecuada 

y oportunamente. 

Marco normativo nacional: 

Al respecto se resaltan las siguientes normas internas relacionadas con la protección del 
derecho a una vida libre de violencias y discriminación en el ámbito de la Educación 
Superior: 

- Ley 51 de 1980. Ley de No Discriminación, Ratifica la CEDAW. El Estado colombiano 

se compromete con generar condiciones jurídicas, sociales, políticas y culturales 

para eliminar la discriminación contra las mujeres en todos los ámbitos, a través de 

políticas con medidas de carácter especial y temporal para alcanzar la igualdad entre 

mujeres y hombres, incluso derogando aquellas que legitiman estereotipos negativos 

de desigualdad de las mujeres. Insta a que en la formulación e implementación de 

estas Políticas participen las entidades, el Gobierno, las organizaciones sociales y 

las mujeres. 

- Ley 30 de 1992. Por la cual se organiza el servicio público de la Educación Superior, 

se garantiza la autonomía universitaria como un proceso permanente que posibilita 

el desarrollo de las potencialidades del ser humano de una manera integral en la 

que, según su artículo 117, debe contar con programas de bienestar entendidos 

como el conjunto de actividades que se orientan al desarrollo físico, psicoafectivo, 

espiritual y social del estudiantado, el cuerpo docente y el personal administrativo. 

-  Ley 248 de 1995. Aprueba la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar 

y Erradicar la Violencia contra la Mujer, también conocida como la Convención Belém 

do Pará. Como se mencionó anteriormente, esta define el concepto y los tipos de 

violencia contra la mujer, el reconocimiento y protección a sus derechos, la acción 

del Estado en casos de violencia, prevención, atención, promoción de una vida sin 

violencia y la base institucional internacional como la Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos, así como la que se destine dentro del ámbito nacional. 

- Ley 294 de 1996. Por la cual se desarrolla el artículo 42 de la Constitución Política y 

se dictan normas para prevenir, remediar y sancionar la violencia intrafamiliar. 

- Ley 731 de 2002. Ley de mujeres rurales. Busca mejorar la calidad de vida de las 

mujeres rurales, priorizando las de bajos recursos y consagrar medidas específicas 

encaminadas a acelerar la equidad entre el hombre y la mujer rural. Hay un capítulo 

especial destinado a garantizar el acceso a la educación para las mujeres rurales. 

- Ley 823 de 2003. Igualdad de Oportunidades para las Mujeres. Esta Ley es uno de 

los avances más notables en la búsqueda de promulgación y voluntad política e 

institucional con el fin de determinar los lineamientos de acción de los gobiernos para 

garantizar la igualdad de oportunidades de las mujeres en el ámbito público y 

privado, se establece como inalienable, imprescriptible e indivisible, la igualdad de 

oportunidades. El Gobierno deberá promover la ejecución de políticas de género, 



 

 

     

 

 

 

capacitar y formar a las mujeres para uso de los recursos educativos, económicos, 

salud, el acceso a vivienda. 

- Ley 984 de 2005. Aprueba el Protocolo facultativo de la Convención sobre la 

Eliminación de todas las Formas de discriminación contra la Mujer, reconoce la 

competencia del Comité para considerar las comunicaciones presentadas, asegura 

el goce de derecho y en condiciones de igualdad para todas las personas y el Estado, 

se compromete con la adopción de medidas para evitar violaciones a los derechos 

humanos y libertades de las mujeres. 

- Ley 985 de 2005 por medio de la cual se adoptan medidas contra la trata de personas 

y normas para la atención y protección de las víctimas de esta. Esta Ley estableció, 

en el marco de la Estrategia Nacional de la Lucha contra la Trata de Personas, que 

el Ministerio de Educación Nacional, en colaboración con las instituciones 

relacionadas con el tema, diseñará y aplicará programas para que se impartan 

obligatoriamente actividades de prevención de la trata de personas en los niveles de 

Educación Básica, Media y Superior. Igualmente, en el artículo 19 se establece que 

el Gobierno Nacional realizará, por sí mismo o en asocio con Instituciones de 

Educación Superior y centros de investigación, investigaciones sobre aspectos 

relacionados con la trata de personas, que servirán para orientar las políticas 

públicas del Estado en la materia. 

- Ley 1146 de 2007 por medio de la cual se expiden normas para la prevención de la 

violencia sexual y atención integral de los niños, niñas y adolescentes abusados 

sexualmente. También establece la obligación de los establecimientos de Educación 

Media y Superior de incluir en sus programas de estudio una cátedra de Educación 

para la sexualidad, con especial énfasis en el respeto a la dignidad y a los derechos 

de niños, niñas y adolescentes, con el propósito de coadyuvar a la prevención de las 

conductas de que trata la Ley. 

- Ley 1257 de 2008. Por la cual se dictan normas de sensibilización, prevención y 

sanción de formas de violencia y discriminación contra las mujeres. Esta Ley se 

presenta como uno de los avances reales y efectivos de las mujeres contra la 

violencia. Allí se definen la violencia contra la mujer y los tipos de violencia a los 

cuales está expuesta, los derechos que las mujeres tienen y pueden ejercer, los 

mecanismos a los cuales pueden acceder como víctimas de violencia, las medidas 

de sensibilización y prevención, protección y atención, y las competencias de las 

entidades públicas en la materia. También modifica y adiciona algunos artículos de 

la Ley 599 de 2000 o Código Penal, dentro de los cuales se destaca la creación del 

artículo 210A. Acoso sexual como ya se comentó. Particularmente, establece 

medidas educativas orientadas a incorporar la formación en el respeto de los 

derechos, libertades, autonomía e igualdad entre hombres y mujeres como parte de 

la cátedra en Derechos Humanos, el desarrollo de políticas para sensibilizar, 

capacitar y entrenar a la comunidad educativa en el tema de la violencia contra las 

mujeres, a la adopción de medidas frente a la desescolarización de las mujeres 

víctimas de violencias y a promover la participación de las mujeres en ocupaciones 

o profesiones no tradicionales para ellas, especialmente en las Ciencias Básicas y 

las Ciencias Aplicadas. 



 

 

     

 

 

 

- Decreto 4798 de 2011, reglamentario de la Ley 1257 para el sector educación, 

establece las medidas para el Ministerio de Educación Nacional, las Entidades 

Territoriales y las Instituciones Educativas, en el ámbito de sus competencias, 

orientadas a detectar, prevenir y atender las violencias contra las mujeres. En su 

artículo 6 establece que las Instituciones de Educación Superior deben, en el marco 

de su autonomía, generar estrategias para sensibilizar y capacitar a la comunidad 

educativa en la prevención de las violencias contra las mujeres, incluir en los 

procesos selección, admisión y matrícula, mecanismos que permitan a las mujeres 

víctimas de violencias acceder a la oferta académica y a los incentivos para su 

permanencia y adelantar a través de sus centros de investigación, líneas de 

investigación sobre género y violencias contra las mujeres. 

- Decreto 4799 de 2011, reglamentario de la Ley 1257, otorga competencias a las 

Comisarías de Familia, la fiscalía general de la Nación y Juzgados Civiles y de 

Control de Garantías para adoptar medidas de protección, define el derecho a no ser 

confrontadas con el agresor y las acciones por incumplimiento de medidas de 

protección por parte del agresor. 

- Ley 1542 de 2012. Garantiza la protección y diligencia de la autoridad en la 

investigación de los presuntos delitos de violencia contra las mujeres, elimina el 

carácter de querellable de los delitos de violencia intrafamiliar e inasistencia 

alimentaria. 

- Conpes Social 161 de 2013. Establece Lineamientos de Política de Equidad de 

Género para las mujeres, uno de los ejes temáticos es Educación con Equidad en el 

cual incluye el Plan Integral para garantizar una vida libre de violencias. 

- Ley 1719 de 2014. Ley de Violencia Sexual adopta medidas para garantizar el 

acceso a la justicia a las víctimas de este tipo de violencia y fortalecer políticas de 

derechos sexuales y reproductivos. 

- Ley 1761 de 2015. Crea el tipo penal de feminicidio como delito autónomo, brinda 

criterios de aplicabilidad en la investigación del principio de debida diligencia, 

garantiza la asistencia técnica legal para las víctimas de manera gratuita, inmediata, 

especializada y prioritaria desde la perspectiva de género y de los derechos 

humanos de las mujeres. 

- Ley 1773 de 2016. Define el tipo penal de lesiones con agentes químicos o 

sustancias similares. 

- Decreto 762 de 2018. Política Nacional sectores LGBTI, adopta esta política y 

establece como uno de sus objetivos la garantía al derecho a la educación para las 

personas de estos sectores, así como la adopción de medidas para su 

reconocimiento y respeto. 

En la política educativa nacional contemplada en el Plan Decenal de Educación 2006-2016 
se establece como propósito que el Sistema Educativo deberá garantizar a niñas, niños, 
jóvenes y adultos: “…el respeto a la diversidad de su etnia, género, opción sexual, 
discapacidad, excepcionalidad, edad, credo, desplazamiento, reclusión, reinserción o 
desvinculación social y generar condiciones de atención especial a las poblaciones que lo 
requieran”. Igualmente, los Lineamientos de la Política de Educación Superior Inclusiva 



 

 

     

 

 

 

(Ministerio de Educación, 2013) consideran la equidad de género como uno de los 
parámetros para lograr la igualdad en el ámbito universitario.  

Como se ha planteado desde el Plan Nacional de Desarrollo, durante el cuatrienio, el 
Ministerio de Educación Nacional continuará construyendo política y lineamientos que 
permitan avanzar hacia una educación para el desarrollo equitativo y sostenible, tal como 
quedó expuesto en el Plan de Desarrollo y en el Plan Sectorial de Educación, con metas y 
acciones claras y concretas para la generación de oportunidades educativas accesibles 
para toda la población, desde la Primera Infancia hasta las personas mayores, sin ningún 
tipo de discriminación, ni exclusión. Los esfuerzos estarán concentrados en garantizar que 
todos los y las estudiantes logren desarrollar todas sus capacidades y su potencial en un 
sistema educativo más equitativo. 

Jurisprudencia relacionada con las IES y casos de Violencias Basadas en Género:  

La Corte Constitucional, en su sentencia C-014 DE 2015, establece que: Cuando se trata 
de faltas disciplinarias constitutivas de violaciones del Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario, la situación en que se hallan 
las personas afectadas es muy diferente de aquella en que se encuentra el particular que, 
en calidad de quejoso, promueve una investigación disciplinaria, pues aquellas no solo 
están alentadas por el interés que le asiste a cualquier ciudadano para que se imponga una 
sanción al infractor de la ley disciplinaria, sino que, además de ese genérico interés, en 
ellas concurre la calidad consecuente con el daño que sobrevino, de manera inescindible, 
a la comisión de la falta disciplinaria. 

De igual manera, en la Sentencia T-265 de 2016, la Corte Constitucional establece que la 
violencia contra las mujeres supone diversos tipos de transgresiones dentro del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos:  

1. La violencia contra la mujer supone una transgresión al Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos y por lo tanto concede las protecciones especiales que dichas 
instituciones acarrean. 
2. La decisión refuerza una postura constitucional favorable frente a la protección de los 
derechos de la mujer y reconoce que la discriminación y   vulneración histórica a dicho 
grupo requiere de acciones y garantías institucionales concretas. 
3. Reconoce que el acoso sexual es una forma de violencia contra la mujer y que por tanto 
el Estado debe garantizar una adecuada labor probatoria en dichos casos. 
4. Los procesos disciplinarios revisten una relevancia constitucional especial debido a que 
el análisis de estos procesos no sólo compromete aspectos del derecho interno sino 
también del derecho internacional. Participación de las víctimas. 

Posteriormente, la Sentencia T-652 de 2016 de la Corte Constitucional estableció que la 
sanción impuesta a la accionante constituye una violación de los derechos a la igualdad y 
a la no discriminación por razones de género de la accionante. La Corte llega a la anterior 
conclusión tras determinar que las actuaciones y declaraciones de la entidad frente a este 
caso “obedecen a un juicio efectuado a partir de estereotipos de discriminación según los 
cuales se asume que la mujer con su conducta propicia las actuaciones de los hombres”. 

De igual manera, la Sentencia T-239 de 2018 establece que, en suma, la garantía de 
igualdad material para las mujeres, que se deriva del artículo 13 de la Constitución y del 
bloque de constitucionalidad, así como las obligaciones derivadas del deber de erradicación 



 

 

     

 

 

 

de la discriminación contra la mujer, no se reputa exclusivamente de las actuaciones 
estatales, sino que se extiende a las actuaciones de particulares. Especialmente, a aquellos 
particulares encargados de prestar servicios públicos como la educación. 

Sin lugar a duda, los discursos que aluden a la protección de los derechos de las mujeres, 
y específicamente al derecho a una vida libre de violencias como el abuso y el acoso sexual 
que además son delitos, son manifestaciones del derecho a la libertad de expresión de 
interés público que revisten de una protección especial. 

La Corte Constitucional evidencia en sus conceptos sobre la materia, la necesidad de que 
las IES, en el marco de sus funciones, implementen un protocolo de actuación para tales 
casos, así como rutas y procedimientos claros y efectivos para el trámite de las posibles 
denuncias de acoso laboral y sexual.  

ANEXO2: RUTA INTEGRAL DE ATENCIÓN A LAS VIOLENCIAS BASADAS EN 
GÉNERO Y VIOLENCIA SEXUAL 
A continuación, se presenta de manera clara y concisa la ruta de atención para casos de 
violencias basadas en género y violencias sexuales. 
 

ETAPA 1: DETECCIÓN.  
SI ES UNA EMERGENCIA. 

Una emergencia implica que la víctima está en peligro inminente y requiere una 
intervención inmediata para proteger su vida, su integridad física y emocional, y su 

seguridad. 
 

INFORMAR A: 

 Coordinación de vigilancia.  

 Área de emergencias POLI – brigada.  

 Activar área protegida. 

 Activar línea 123 salud – mujer- PONAL. 

 
Importante:  se debe enviar información al correo electrónico 
atencionaviolenciasbasadasengenero@elpoli.edu.co. 
Se debe activar ruta de salud de forma inmediata tanto para violencias sexuales 
como para violencia física. 

 
SI NO ES UNA EMERGENCIA. 

INFORMAR A: 

 COMITÉ DE VBG Y VSX a través del correo electrónico  

atencionaviolenciasbasadasengenero@elpoli.edu.co. 

 De forma personal a la oficina de Dirección de Bienestar Institucional e Interacción 

Social, a través de la psicóloga del componente de Violencia Basada en Genero o 

equipo psicosocial. 

ETAPA 2: ATENCIÓN INICIAL. 

 Atención inicial: realizada por la psicóloga, el objetivo es apoyar la activación de las 

rutas. 

 Documentación del caso. 

 Lectura y firma de consentimiento informado. 

mailto:atencionaviolenciasbasadasengenero@elpoli.edu.co
mailto:atencionaviolenciasbasadasengenero@elpoli.edu.co


 

 

     

 

 

 

 Entrega de medios documentales si se tiene.  

ETAPA 3:  

ATENCIÓN PRIORITARIA EN SALUD FÍSICA Y MENTAL. 

 Activación de ruta de salud: en caso que la víctima no haya activado esta ruta.  

 Atención psicosocial: acompañamiento psicosocial y espacios de escucha. 

 

 

ETAPA 4:  

ORIENTACIÓN, ASESORÍA Y ACOMPAÑAMIENTO JURÍDICO. 

 Orientación jurídica para activación de rutas externas.  

 Orientación para solicitud de medidas de protección. 

 Gestión de medidas preventivas en ámbitos académicos y administrativos. 

 
ETAPA 5: REMISIÓN. 

● Línea 123 Agencia Mujer Medellín. 

● Atención Psicojurídica en Territorio (APJ). 

● Gerencia de diversidades sexuales e identidades de género. 

● Mecanismo de Defensa Técnica de la Secretaría de las Mujeres de Medellín. 

● Defensoría del Pueblo. 

Para mujeres residentes en otros municipios de Antioquia:  

● Línea 123 Mujer Antioquia. 

● Enlaces de género en los diferentes entes territoriales. 

● Defensoría del Pueblo. 

Activación de ruta externa.  

 Fiscalía general de la Nación. 

 Inspección de policía. 

Activación ruta interna  

 Estudiante y docente victima: medidas de protección ante decanatura.   

 Personal administrativo: medidas de protección ante Gestión Humana. 

 Agresor (a) estudiante: Consejo de facultad. 

 Agresor (a) docente: Control Interno y Disciplinario y Decanatura. 

 Agresor (a) personal administrativo: Control Interno y Disciplinario y Gestión 

Humana.  

 
ETAPA 6:  

PROCEDIMIENTO ALTERNATIVO PEDAGOGICO. 



 

 

     

 

 

 

 Se realiza por voluntad de la persona afectada. No se realizará en menores de 

edad. 

 La dupla psicojurídica podrá sugerir distintos compromisos que satisfagan los fines 

de cese a la violencia, reparación y no repetición. 

 En cada caso se evaluará la necesidad de la activación de medidas de atención 

complementarias u otras medidas pedagógicas. 

 
 

ETAPA 7: SEGUIMIENTO Y CIERRE DEL PROCESO 
 

SEGUIMIENTO:  

 A procedimiento alternativo pedagógico. 

 Decisiones administrativas por parte de la autoridad competente. (decanaturas, 

consejos de facultad, Control Interno y Disciplinario, Gestión Humana o a quien 

corresponda).  

 
CIERRE 

 No hay firma de consentimiento informado.  

 Investigación de oficio y no hay firma de consentimiento informado, se remite a 

autoridad competente y procede al cierre.  

 Procedimiento alternativo pedagógico se cierra si hay cumplimiento de las partes.  

 Decisión administrativa y disciplinaria por parte de la unidad competente.  

 Se pierde contacto con la víctima. 3 intentos no exitosos de entablar comunicación.  

 

 
 
 
 


